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Los Planes Nacionales de Asignación de Derechos
de Emisión, elaborados por los veinticinco Estados
miembros de la Unión Europea, tienen como objeti-
vo cuantificar los derechos de emisión o cuotas
(toneladas) de dióxido de carbono (CO2) que los
Estados asignarán durante el período comercial
2005–2007 a determinadas instalaciones industriales.
En España se reparten 504,6 millones de toneladas.
Los Planes son el primer paso comunitario en su
compromiso de cumplimiento del Protocolo de Kio-
to, tal y como está reflejado en la Directiva
2003/87/CE (*).

La Red de Autoridades Ambientales, en colabora-
ción con el Departamento de Ordenación del Terri-
torio y Medio Ambiente del Gobierno Vasco, celebró
la XXII Jornada Temática en Bilbao, dedicada a anali-
zar el Plan Nacional de Asignación y el Cambio Cli-
mático, una de las prioridades del Sexto Programa
de Acción Comunitario en Materia de Medio
Ambiente (2002-2012). El Plan Nacional concreta su
acción en las instalaciones industriales identificadas
en el Anexo de la Directiva 2003/87/CE. Esas instala-
ciones, si en función de los derechos a ellas asignados
deben reducir sus emisiones, pueden acudir a los
mecanismos ya previstos por el Protocolo de Kioto:
inversión en tecnologías limpias y adopción de nue-
vos sistemas de gestión capaces de reducir las emi-
siones; acudir a la cooperación internacional con pro-
gramas en terceros países; o bien entrar en el futuro
mercado internacional adquiriendo derechos de
emisión.

Los Estados miembros están siendo rigurosos en
sus Planes, ya que un exceso de asignación, suscepti-
ble de dificultar el compromiso global de la Unión
Europea, puede enfrentarse a once criterios básicos
utilizados por la UE para analizar la viabilidad de cada
Plan y su efecto real. Kioto representa un reto inter-
nacional que se enfrenta al cambio climático y sus
consecuencias económicas, sociales y ambientales.
Este reto merece algunas reflexiones para mejor
comprender la actual situación.

Desde que se inició la Era Industrial a mediados
del siglo XVIII, el crecimiento y el desarrollo no han
conocido otros límites que los de la capacidad de
innovación y de trabajo de la sociedad humana. Pero
desde finales del pasado siglo XX, por primera vez la
humanidad se enfrenta a la realidad de límites o de
cuotas, si desea crear una economía mundial viable a
medio y largo plazo. Los límites que encuentra el cre-
cimiento están, en primer lugar, en la disponibilidad
de recursos naturales, renovables y no renovables,
base de la economía.

Pero hay otras limitaciones, basadas en la capaci-
dad del planeta para asimilar nuestros residuos y los
desequilibrios generados en los ecosistemas por la
actividad humana, como es el caso de las emisiones
a la atmósfera de gases de efecto invernadero. Estas
últimas limitaciones fueron debatidas con motivo de
la elaboración del Convenio Marco de Naciones
Unidas sobre Cambio Climático de 1992. Cinco años
después, en 1997, se elaboraría el Protocolo de Kio-
to, cuyo objetivo es reducir la presencia en la atmós-
fera de los seis principales gases responsables del
desequilibrio climático desencadenado por el
aumento del efecto invernadero (CO2, NO2, metano
y tres derivados del Flúor) , básicamente centrado en
el incremento de la temperatura media del planeta.
Efecto invernadero que, por otro lado y en condi-
ciones normales, permite nuestra supervivencia en la
Tierra.

Hasta la fecha de celebración de la XXII Jornada
Temática, noviembre de 2004, 126 Estados habían
ratificado el Protocolo, superándose con ello la pri-
mera condición impuesta para la entrada en vigor del
mismo de que, al menos, el 55% de los Estados
miembros de Naciones Unidas lo ratificaran. La
segunda condición, que los Estados firmantes suma-
ran, al menos, el 55% de las emisiones de CO2 exis-
tentes en 1990, se cumplió a finales de 2004 con la
ratificación del Protocolo por parte de la Federación
Rusa, después de larga y compleja negociación, y su
definitiva entrada en vigor el día 16 de febrero de
2005. De esta forma, el Protocolo para a convertir-
se en Tratado.

La Unión Europea se ha fijado el compromiso, en
el horizonte 2008-2012, de reducir en un 8% sus
emisiones de CO2 respecto de las cifras del año
1990. Para llegar a esa reducción, cada Estado miem-
bro juega un papel diferente, atendiendo a su nivel
de desarrollo. En nuestro caso, el Reino de España
puede incrementar sus emisiones en un 15%. Este es
el escenario internacional en el que se desarrolló la
XXII Jornada Temática.

Actualmente, el compromiso de cumplimiento
del Protocolo de Kioto forma parte de la política
general sobre cambio climático de la Unión Europea.
Así quedó expresado en la Cumbre de la Tierra de
Johannesburgo (septiembre de 2002) al asumir la
Comunidad una posición de liderazgo que debería
servir de ejemplo al resto del planeta. Una política
que no se detiene en aspectos meramente ambien-
tales, sino que se extiende de forma horizontal sobre
todos los sectores y acciones de la Comunidad. De
forma más explícita, la lucha contra el cambio climá-



tico está unida de forma indisoluble con el fomento
del desarrollo sostenible.

Los Planes Nacionales de Asignación se refieren a
unas 12.000 instalaciones industriales europeas. Pero
no debe olvidarse que, además de a la industria de la
energía y la industria manufacturera, las responsabili-
dades de las emisiones afectan al transporte en un
21%, a las pequeñas y medianas empresas en un 17%
y a la agricultura en un 10%, dentro de la media
comunitaria. En determinados Estados miembros, el
porcentaje responsabilidad del transporte supera 1/3
de las emisiones. De ahí que la lucha contra el cam-
bio climático no pueda circunscribirse, de forma
exclusiva, a estos Planes.

Por otro lado, y dentro de la reformada Política
de Cohesión, en las últimas semanas se han oficiali-
zado los borradores de los Reglamentos de los Fon-
dos Europeos para el período de programación
2007–2013, con el medio ambiente y el desarrollo
sostenible como una constante en sus articulados.
No podía ser de otra forma ya que el desarrollo de
la economía europea debe asumir los objetivos mar-
cados en los Consejos Europeos de Lisboa y de
Gotemburgo, es decir, promover el crecimiento y la
cohesión social reduciendo, al mismo, tiempo, las
repercusiones negativas sobre el medio ambiente.
Como se enunció en el último Consejo Europeo de
Primavera, celebrado en marzo de 2004, “para que el
crecimiento sea sostenible, debe ser racional desde la
perspectiva medioambiental”.

La Red de Autoridades Ambientales, al asociar en
su seno a las autoridades responsables de la progra-
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mación de Fondos comunitarios y las autoridades
ambientales, a nivel de la Administración General del
Estado, Autonómica y Local, tiene como objetivo
garantizar que prioridades ambientales como la lucha
contra el cambio climático, complementen y refuer-
cen los imperativos de crecimiento.

Los Fondos comunitarios van a colaborar en esa
lucha y así se recoge en los nuevos borradores de
Reglamentos, pues tanto el FEDER como el Fondo
de Cohesión contemplan, para el período
2007–2013, ayudas en la financiación de transportes
sostenibles y tecnologías limpias, ayudas a las PYMES
para la incorporación de tecnologías ambientales,
ayudas en eficiencia energética, en energías renova-
bles, en medio ambiente urbano y en prevención de
riesgos y calamidades, derivados, en parte, de los
posibles efectos del cambio climático. Sobre todo,
teniendo en cuenta el calendario de Kioto, según el
cual en 2008 los mecanismos de reducción se exten-
derán ya a los otros gases y otros emisores, como
vivienda y transportes.

En el momento de cerrar la presente publicación,
el Plan Nacional de Asignación de Derechos de Emi-
siones de España 2005 - 2007 ha sido ya aprobado
por la Comisión Europea y por el Gobierno de Espa-
ña a través del Real Decreto 60/2005 del Ministerio
de Presidencia, publicado en el BOE de fecha 21 de
enero de 2005.

* Directiva 2003/87/CE por la que se establece un
régimen para el comercio de derechos de emisión de
gases de efecto invernadero en la Comunidad y por la
que se modifica la Directiva 96/61/CE.



Mesa del acto inaugural. De izda. a dcha., el Secretario General para la Prevención de la Contaminación y el Cambio Climático del
Ministerio de Medio Ambiente, Arturo Gonzalo Aizpiri, el Consejero de Ordenación del Territorio y Medio Ambiente del Gobierno Vasco,
Sabin Intxaurraga Mendíbil, y el representante de la Dirección General de Medio Ambiente de la Comisión Europea, Raúl Zorita Díaz.

2.
PLAN NACIONAL DE

ASIGNACIÓN DE DERECHOS
DE EMISIÓN EN EUROPA

INAUGURACIÓN INSTITUCIONAL



Coincidiendo con la celebración en la Feria de Mues-
tras de Bilbao de la Feria Internacional de Medio
Ambiente, PROMA ´04, el Gobierno Vasco propuso
a la Red de Autoridades Ambientales la ciudad de
Bilbao como escenario de la XXII Jornada Temática
de la Red. La Jornada se desarrolló el día 11 de
noviembre de 2004, en las instalaciones del Hotel
Nervión de la capital vizcaína.

La sesión de trabajo fue inaugurada oficialmente
por el Consejero de Ordenación del Territorio y
Medio Ambiente del Gobierno Vasco, Sabin Intxau-
rraga Mendíbil, que dio la bienvenida al centenar de
asistentes a la Jornada, agradeciendo su presencia. En
una breve intervención, el Consejero resaltó la tras-
cendencia de la lucha contra el cambio climático
para nuestra sociedad y la preocupante situación en
la que se encuentra España a causa del actual aleja-
miento de los objetivos marcados por el Protocolo
de Kioto. El Consejero estimó que la evolución de los
datos y las tendencias no invitaban al optimismo,
pero que, no obstante, dichos objetivos no eran
imposibles de alcanzar.

Para cumplir con éxito los compromisos asumi-
dos, Sabin Intxaurraga consideró imprescindible prio-
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rizar los objetivos. A este respecto, indicó que la
Administración tiene un importante papel que jugar,
gracias a políticas presupuestarias orientadas al cum-
plimiento del Protocolo de Kioto.Al centrar la mayo-
ría de las responsabilidades en las emisiones de gases
de efecto invernadero sobre la industria, el sector
energético y el sector del transporte, resaltó el pro-
blema que suscita este último sector, especialmente
en lo que se refiere al transporte por carretera, cuyas
emisiones han aumentado en un 85% en los últimos
trece años.

En su intervención, el Consejero abogó por desa-
rrollar una política ambiental de objetivos concretos
y compromisos claros, señalando las dramáticas con-
secuencias que se derivarían de la falta de actuacio-
nes. Finalizó destacando el papel que la Constitución
Española asigna a las Comunidades Autónomas en
materia de medio ambiente, así como la voluntad del
Gobierno Vasco de asumir sus responsabilidades.

El Secretario General para la Prevención de la Con-
taminación y el Cambio Climático del Ministerio de
Medio Ambiente,Arturo Gonzalo Aizpiri, tomó a con-
tinuación la palabra. Después de agradecer al Conseje-
ro su invitación para celebrar en Bilbao el encuentro de

Asistentes a la XXII Jornada Temática.



la Red, así como la colaboración prestada por su
Departamento en la organización de la Jornada, el
Secretario General reflexionó muy brevemente sobre
las facetas más destacadas del Plan Nacional.

Manifestó que el cumplimiento del Protocolo de
Kioto constituye un desafío a escala mundial y que su
cumplimiento se traduce en un verdadero reto que
puede conducir al cambio de pautas de desarrollo y
hábitos de vida en la sociedad. El Cambio Climático
no puede entenderse ni abordarse exclusivamente
desde una perspectiva ambiental, ya que la economía
juega un papel protagonista. Luchar contra el cambio
climático es, en buena medida, cambiar nuestro
modelo de desarrollo.

En el caso de España, el cumplimiento de los
compromisos derivados de Kioto se hace especial-
mente complicado ya que afecta a problemas estruc-
turales de nuestra economía. La desviación observa-
da entre los objetivos de reducción adjudicados a
España (+15% de emisiones respecto de 1990) y las
emisiones reales (cerca de + 45%) , unido a una fuer-
te dependencia energética del exterior, dibujan un
panorama complejo. No obstante, el Secretario
General, consideró que el Plan Nacional de Asigna-
ción, además de dar cumplimiento a la normativa
comunitaria, es una herramienta capaz de modificar y
reconducir las tendencias actuales.
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Cerró su intervención recordando que estas
reflexiones previas serían ampliadas en la ponencia
que desarrollaría en breves minutos, haciendo, por
último, alusión al papel que los Fondos comunitarios
previstos para el período 2007 – 2013, a la vista de
sus nuevos Reglamentos, podían jugar en España un
importante papel.

Cerró el acto inaugural el representante de
Dirección General de Medio Ambiente de la Comi-
sión Europea, Raúl Zorita Díaz, que agradeció al
Gobierno Vasco, a la Administración General del
Estado, a las administraciones de las Comunidades
Autónomas y a las empresas interesadas por el tema
a tratar su presencia en la Jornada Temática.

Inició su presentación resaltando que el cambio
climático es tema prioritario en la Unión Europea y
debe serlo para todos los ciudadanos, debido a sus
implicaciones desde el punto de vista industrial, eco-
nómico y urbano. Señaló que la Red de Autoridades
Ambientales, organizadora de la Jornada, por su
vocación de ser un foro de intercambio de ideas, era
el escenario idóneo donde personas pertenecientes
a sectores y administraciones diferentes aprendieran
a hablar un mismo lenguaje. En este caso, el lenguaje
del medio ambiente y de la sostenibilidad. Cerró su
intervención con la frase “El futuro será ambiental, o
no habrá futuro”.



PLANIFICACIÓN Y
PROGRAMACIÓN

PRIMER GRUPO DE PONENCIAS3.

Mesa de la primera ponencia, con Arturo Gonzalo Aizpiri, ponente, (izda.) y Jaime Alejandre Martínez, moderador (dcha.).

MODERADOR: SR. D. JAIME ALEJANDRE MARTÍNEZ

DIRECTOR GENERAL DE CALIDAD Y EVALUACIÓN AMBIENTAL

MINISTERIO DE MEDIO AMBIENTE
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Intentaré dar una visión general de cuáles son los
puntos principales del Plan Nacional de Asignación
de Emisión, en qué punto estamos y cuáles son nues-
tros desafíos inmediatos, así como son las líneas de
acción en las que estamos trabajando actualmente.

En primer lugar, y en relación con lo comentado
en la inauguración de la Jornada, creo que es muy útil
echar un vistazo al gráfico que muestra : en la línea
verde cuál ha sido la evolución del producto interior
bruto (PIB) español desde 1990; en línea de color
rosa cómo se ha comportado la energía primaria, el
consumo de energía primaria en España en el mismo
período; y finalmente, en la línea negra, cómo se han
comportado las emisiones de gases de efecto inver-
nadero.

La primera conclusión que se saca de este gráfico
es que el consumo de energía primaria en España ha
crecido desde 1990 significativamente más que el
PIB. El consumo de energía primaria ha crecido más
de 10 puntos porcentuales más que el producto
interior bruto. Las emisiones se ajustan, más o
menos, a la evolución del consumo de la energía pri-
maria, teniendo en cuenta que el nexo de la produc-
ción de energía eléctrica en España es muy alto y
sigue los altibajos de la propia pluviometría anual.

Pero es muy significativo el nexo de que en Espa-
ña crece más el consumo de energía que la riqueza
nacional. Y éste es un fenómeno que nos diferencia
de otras economías desarrolladas, como la nuestra.
Hay un principio empírico que dice que una econo-
mía, cuando supera los 9.000 ó 10.000 dólares per
capita, desacopla el consumo de energía del creci-
miento económico. Pero lo desacopla exactamente
en el sentido contrario de lo que aquí estamos vien-
do, es decir, se crece más consumiendo menos. En
España se crece más consumiendo todavía más ener-
gía. Es decir ; tenemos un problema que pudiéramos
calificar de estructural en nuestra economía, y es que
el motor del desarrollo económico en los últimos
años ha sido muy intensivo en el consumo energéti-
co y, como demuestra un análisis más fino, dejando
amplias bolsas de ineficiencia energética.

Esto nos coloca en una senda divergente del con-
junto de los países de la Unión Europea. Los datos
de la Unión Europea a 15 Estados miembros señalan
la intensidad primaria, es decir el consumo energéti-
co por unidad de producto interior bruto en España
y la Unión Europea a 15.Y vemos como hacia 1990
la intensidad primaria española superó ya la media
comunitaria de consumo energético por unidad de
producción. Si ajustamos esto en términos de pari-

APLICACIÓN DEL PLAN
NACIONAL DE ASIGNACIÓN
DE DERECHOS DE EMISIÓN

SR. D.ARTURO GONZALO AIZPIRI
SECRETARIO GENERAL PARA LA PREVENCIÓN

DE LA CONTAMINACIÓN Y EL CAMBIO CLIMÁTICO

Ministerio de Medio Ambiente
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dad de compra, vemos que la convergencia ha sido
más tardía en el tiempo, pero que estamos superan-
do ya, incluso en término de paridad de poder de
compra, las emisiones por unidad de producto inte-
rior bruto de la Unión Europea. Esto viene a decir
que para producir lo mismo consumimos más.

Esta es una reflexión que tiene ver, quizá, más con
las áreas de planificación económica que propiamen-
te con el área de responsabilidad medio ambiental.
Por eso, creo que es muy importante traerla hoy
aquí. Como idea importante y significativa, el cambio
climático es un problema ambiental, pero esconde
claves que tienen que ver con desequilibrios de tipo
económico.

Decía que luchar contra el cambio climático nos
permite tener un incentivo más para poder abordar
estos desequilibrios que consideramos en el Ministe-
rio de Medio Ambiente como estructurales en la
economía española. Las emisiones per-capita de
gases de efecto invernadero en España se han veni-
do aproximando, aceleradamente, a la media de emi-

siones per-capita en la Unión Europea a 15, hasta el
punto de que es casi seguro que el año 2005 Espa-
ña superará las emisiones per-capita medias en la
Unión Europea. Y esto sucede cuando en términos
de riqueza per-capita aún estamos alejados de alcan-
zar ese promedio. Nos hemos acercado rápidamen-
te a la media de la riqueza por habitante en la Unión
Europea pero aún estamos a una cierta distancia de
ese objetivo. Y, sin embargo, en emisiones por habi-
tante vamos a superar esa distancia. Es decir, cuando
se ha hablado de la dificultad de cumplir con el com-
promiso asumido por España en el protocolo de Kio-
to, y se ha dicho que ese compromiso nos permite
una emisión per-capita menor que países vecinos y
competidores, en todo caso hay que tener presente
que nuestro comportamiento energético ha ido más
allá de la convergencia económica. Nuevamente,
esto muestra que tenemos un problema de estruc-
tura energética en nuestra economía y en nuestros
modos de vida.

Con todas estas ideas en la cabeza, y volveremos
a alguna de ellas más adelante, el objetivo que se
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plantea el Gobierno en el Plan Nacional de Asigna-
ción que hemos estado elaborando en los últimos
meses es producir en el período 2005/2007 un drás-
tico cambio de tendencias. Como saben, el compro-
miso asumido por España en el protocolo de Kioto,
dentro del reparto de carga en Europa, es incre-
mentar las emisiones un máximo de un 15% desde
1990 al período 2008 al 2010 como punto central
de ese período. Sin embargo, el último inventario ofi-
cial, que es el 2002 y está próximo a publicarse el del
2003, muestra que superamos ya el 40% de creci-
miento de las emisiones. Es decir, que cuando toda-
vía quedan algunos años para alcanzar el período de
compromiso hemos casi triplicado el incremento
permitido para España en el protocolo de Kioto de
emisiones de gases de efecto invernadero. Un 40%.

¿Qué puede hacer entonces España, no sólo su
Gobierno, el Gobierno Central, las Comunidades
Autónomas, los municipios, los propios ciudadanos,
para tener una oportunidad de cumplir con Kioto?
Nuestra apuesta es interrumpir drásticamente la ten-
dencia que han venido siguiendo las emisiones hasta

ahora. Eso significa enjugar de aquí a 2006, como año
central del período, un crecimiento tendencial de
aproximadamente 15 puntos. Estabilizar las emisiones
del país en 2005-2007 es un desafío monumental.

Se trata de producir un esfuerzo adicional para
llegar a + 24%, incluyendo 7 puntos de las emisiones
del año base, mediante mecanismos de flexibilidad.
Eso son 100 millones de toneladas de CO2 equiva-
lente en el quinquenio 2008-2012, y un 2% de las
emisiones del año base mediante su nivel. El Plan
Nacional de Asignación plantea además algunos prin-
cipios interesantes.

Uno es mantener el peso porcentual en la tarta
de las emisiones de gases de efecto invernadero en
España entre los sectores Directiva y no Directiva.
Como saben, dentro de la Directiva de comercio de
emisiones están incluidos unos sectores de industria
básica: la generación de energía eléctrica, el refino de
petróleo, la siderurgia, el cemento, la cal, el vidrio, el
papel y la cerámica, teja y ladrillo, azulejo y baldosa.
Estos sectores representan el 40% de las emisiones
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del país y hemos hecho los cálculos de la senda de
cumplimiento del compromiso de España del proto-
colo suponiendo que se mantiene ese peso porcen-
tual. No se le pide a la industria que haga una reduc-
ción adicional para compensar la dificultad de control
de las emisiones en los sectores no industriales, ni
por el contrario se supone una mayor eficacia en el
control de los sectores que llamamos difusos para
dar un mayor respiro a la industria.

Detrás de todo esto hay un análisis con caracte-
rísticas fuertemente económicas.Y una de las adver-
tencias que se nos ha hecho desde el primer
momento es el coste que este Plan o que el cumpli-
miento del protocolo puede tener para la economía
española y para nuestra industria. En todo momento
intentamos traer al debate lo que representa el
incumplimiento del protocolo de Kioto. Dicho de
otro modo, el no abordar de forma decidida las ine-
ficiencias energéticas que tiene nuestra economía en
un contexto de alta dependencia energética.

España importa aproximadamente el 80% de la
energía que consume, y de altos precios energéticos,
con toda probabilidad sostenibles a largo plazo. Hoy
nadie piensa que el precio de la energía vaya a bajar
significativamente. Hemos hecho números teniendo
en cuenta la subida espectacular del precio del
petróleo. En los últimos días, en las últimas pocas
semanas, el precio se ha moderado, pero creemos
que no cambia sustancialmente el análisis. España
importó en 2003 unos 430 millones de barriles de
crudo. Eso significa que cada dólar que sube el barril

en términos anuales supone 434 millones de dólares
de pérdida de renta de la economía española. Cuan-
do en los últimos dos años el precio del barril ha
pasado de 27 a 51, significa 10.000 millones de dóla-
res de incremento del precio del barril. Más de 8.000
millones de euros que han dejado de estar disponi-
bles para el sistema productivo español y el bienes-
tar de los españoles y que se han convertido en ren-
ta de los países exportadores de petróleo. El gas se
ha comportado exactamente igual que el petróleo.
Como saben, el gas está indexado al precio de
petróleo y el carbón ha tenido este año un compor-
tamiento igualmente anómalo, pasando, más o
menos, de 40 euros por tonelada a 73 euros por
tonelada en los contratos a medio y largo plazo.

En gran medida, el sistema de carbón mantiene
contratos anteriores, pero la señal que nos está dan-
do el mercado del carbón es también de precios
muy altos. Ocurre que, sobre todo en el caso del
petróleo, la capacidad de aumentar oferta es limita-
da y, en cambio, el incremento de la demanda está
batiendo todos los pronósticos y con toda probabi-
lidad la va a seguir haciendo. China ha tenido semes-
tres en los que la importación de petróleo ha creci-
do en un 15%. Es decir, hay una tensión sobre los
precios que no va a desaparecer porque los países
emergentes, como China, India o Brasil, y países que
están aumentando su consumo de forma notable,
como Estados Unidos, mantiene los precios de 50
dólares por tonelada en el barril que, por otro lado,
es lo que muchos expertos consideran hoy el precio
natural en el mercado: el precio de escasez.
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Este no va a dejar de incrementarse porque el
propio sector estima que el pico de la producción
petrolera estará entre 2015 y 2020. A partir de ahí,
la producción petrolera empezará a caer, habrá
unas tensiones entre la oferta y la demanda ener-
gética en los mercados mundiales que harán que las
tensiones de hoy parezcan poco importantes. Por
tanto, el coste de Kioto creemos que es mucho más
relevante en términos económicos y de las finanzas
de los países.

¿Qué hemos hecho con estos objetivos y con
este contexto energético? Hemos aprobado el Real
Decreto Ley 5/2004 que transpone la Directiva de
Comercio de derechos de emisión de CO2. Esto lo
dijo el Gobierno el 27 de agosto y el Real Decreto
Ley fue convalidado por unanimidad en el Congreso
de los Diputados. Esto es algo notable y que tiene el
gran valor de constatar que hay una voluntad com-
partida por todos los grupos políticos de que Espa-
ña cumpla sus obligaciones. El Gobierno aceptó la
tramitación como proyecto de ley del Real Decreto
Ley. Tramitación que está produciéndose en estas
semanas y que estamos seguros va a permitir mejo-
rar muchos aspectos del Real Decreto Ley.

El Consejo de Ministros de la semana siguiente
aprobó el Real Decreto 8/66 del Ministerio de
Medio Ambiente por el que se aprueba el Plan
Nacional de Asignación 2005/2007, y en paralelo fue
presentado el Plan a la Comisión Europea para ini-
ciar los trabajos que conduzcan a su aprobación que,
como saben, es preceptiva.

El Plan Nacional de Asignación nos plantea este
escenario que antes comentaba cualitativamente.
Para el conjunto del país, la tendencia nos lleva a
unas emisiones, aproximadamente, en el 54% en
2006, como año central del período. Nuestro objeti-
vo representa una ligera reducción, un 0,2% de
reducción respecto a las emisiones 2002. Puede
parecer modesto, pero contrastado con el tendencial
supone enjugar 15 puntos de crecimiento, lo cual es
un objetivo muy ambicioso. El objetivo final supone
sumar al objetivo de + 15% , el 2% de sumideros y
el 7% de mecanismos de flexibilidad. Parece factible
pero es extraordinariamente compleja y requiere
grandes esfuerzos por parte de todos.

En los sectores Directiva se ve quizá con más cla-
ridad este cambio de tendencia. Los sectores Direc-
tiva disminuyen sus emisiones en 2006 un 2,5% res-
pecto a las emisiones reales en 2002. Este esfuerzo
de reducción lo asume casi íntegramente el sector
de generación eléctrica. Los sectores industriales han
recibido la autorización de incrementos adicionales a
sus emisiones del 2002. Entendemos que los secto-
res industriales han agotado en mayor medida la
capacidad tecnológica de reducir emisiones y están
sometidos a una competencia internacional mucho
más dura. Mientras que el sector eléctrico tiene
capacidad tecnológica y tiene un mercado más blin-
dado, menos sensible a la competencia exterior.Tie-
ne, a nuestro juicio, recorrido en el incremento auto-
rizado de la tarifa que es del 2% anual para
incorporar ciertos costes adicionales.



En términos tecnológicos, la apuesta del Gobier-
no para exigir una reducción al sector eléctrico en
torno al 10% respecto a 2002 se basa en menos fuel
y menos carbón, más gas y más energías renovables.
Y más ahorro. Esto es fundamental. Más ahorro. La
discrepancia que veíamos antes entre el producto
interior bruto y el consumo de energía primaria en
las emisiones es todavía más llamativo en el caso de
la energía eléctrica. La energía eléctrica en los últimos
años crece el doble que el producto interior bruto.
Cuando el producto interior bruto crece al 2,5%, la
energía eléctrica crece al 5%, aproximadamente. Cre-
emos que las oportunidades de ahorro en nuestras
viviendas y en nuestro sector terciario, en general, y
en la propia industria aún es muy significativo.

Creo que conocen los números del Plan Nacio-
nal de Asignación. En asignaciones previstas para cada
uno de los sectores, desde las emisiones de 2002 de
164,32 millones de toneladas de los sectores anexo
1 (los sectores incluidos en la Directiva), pasamos a
una asignación de 160,28 millones de toneladas. Si
nos fijamos en el sector eléctrico, de unas emisiones
en 2002 de 95,95 millones de toneladas, pasamos a
una asignación de 86,4. Es cierto que 2002 fue un
año extraordinariamente seco y eso requirió gene-
ración térmica en una proporción superior a la
media. Pero la reducción es de un 10% y realmente
es muy importante.

¿Cuánto puede costar esto para los sectores de
la Directiva? El conjunto de los sectores pidió
169,8 millones de toneladas de emisiones. En el
sector eléctrico hemos puesto la propia previsión
de emisiones físicas que maneja el Gobierno, por-
que como saben, en el sector eléctrico no ha habi-
do una única petición por parte del sector y cada
empresa ha defendido su propia propuesta. Hemos
hecho una asignación de 160,28. El déficit teórico
está en torno a 9,5 millones de toneladas. El coste
de los derechos en el mercado gris, que está fun-
cionando anticipadamente a la puesta formal en
marcha del mercado europeo el 1 de enero, se ha
movido en las últimas semanas en torno a 8,75
euros por tonelada. Eso nos da un coste total anual
para los sectores de la Directiva ligeramente por
encima de los 80 millones de euros. Nos parece un
coste muy asumible y de dos órdenes de magnitud
por debajo de lo que sólo las subidas del precio de
crudo en los últimos dos años le supone anual-
mente a la economía española. Por tanto, creemos
que los objetivos del Gobierno de exigir un esfuer-
zo prudente, equilibrado y gradual, proporciona
beneficios mayores que un coste económico que
creemos muy asumible.
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El Plan Nacional de Asignación aborda, aunque no
con el mismo nivel de detalle pero con mayor deta-
lle que otros muchos Planes de otros Estados miem-
bros, qué hacer con los sectores difusos. No cumpli-
remos con Kioto si no abordamos seriamente el
problema de las emisiones difusas. Si no abordamos
en primer lugar el transporte, que es el sector que
más está creciendo y donde más dificultades tienen
los poderes públicos para moderar. Reducir emisio-
nes en el transporte supone mejorar la eficiencia de
los propios vehículos, hacer una modalidad distinta
en el sistema de transportes. Claramente tenemos
que apostar por el ferrocarril convencional, apostar
por el transporte marítimo de corta distancia y por
el transporte público urbano para empezar a reducir
el coste energético de mover personas y mercancí-
as.

En España en los últimos 20 años no ha mejora-
do nada el coste energético de transportar una
tonelada de mercancía. En 20 años. Han mejorado
los españoles, pero hace 20 años se transportaban
muchas más mercancías por ferrocarril que ahora. El
Consejero, en su inauguración, decía que todos estos
objetivos se tienen que traducir en medidas presu-
puestarias, citando expresamente la importancia de
cambiar las prioridades en las infraestructuras de
transporte. Esto es rigurosamente exacto porque,
además, la capacidad de acogida de las infraestructu-
ras viarias tiene su límite. Esto es más visible que en
ningún sitio en las privadas. Suelo comentar en estos
casos la exclusiva que tiene Madrid con aparcar en
tercera fila. Llega el momento en que no se pueden
añadir más filas de aparcamiento, la capacidad de
muchas de nuestras ciudades de recibir vehículos
está más que agotado y se ha pasado de largo el
punto de equilibrio equitativo entre el disfrute de la
ciudad por los peatones o por los vehículos.

Necesitamos cambiar la modalidad, limitar la
demanda de movilidad privada, reduciendo natural-
mente oportunidades y ofreciendo facilidades de
movilidad pública y movilidad más eficiente. Y otras
muchas medidas que apunta el propio Plan de Asig-
nación. Los sectores residencial, comercial e institu-
cional tenemos un enorme camino por recorrer.
¿Saben que la normativa española de edificación data
de los años 70? Una vivienda nueva construida en
España consume el 40% más de energía que una
vivienda nueva equivalente construida en Francia.
Hacer viviendas eficientes, bien aisladas, incorporan-
do energías renovables, estimamos cuesta menos del
1% del precio de la vivienda.Y el precio de la vivien-
da en España crece el 17% anual sin explicaciones
claras y tampoco parece que eso alarme especial-



mente a nadie. De modo que abordar con seriedad
el tener un sector eficiente, un parque edificatorio
eficiente, es una prioridad a todas luces del conjunto
del país. Aquí hay mucho que tiene que ver con la
propia actitud de los ciudadanos.

En estos días se ha publicado un estudio de la
empresa Unión Fenosa que demuestra que con algu-
nas precauciones elementales, como es apagar las
luces cuando no se necesitan o recurrir al apagado
total de los aparatos, como el televisor, en lugar de
mantener el stand-by, suponen un 10% de ahorro
energético en un hogar. O bien comprar un electro-
doméstico de alta eficiencia en lugar de modelos más
ineficientes.Todo eso representa un 10% de ahorro.
Las oportunidades son enormes en este sector y el
Gobierno trabaja activamente para producir un nue-
vo código de edificación y otras medidas en las que,
lógicamente, no tengo tiempo de detenerme.

En gestión de residuos, igualmente, hay muchas
opciones que tienen ya un grado de madurez muy
alto, como es la recuperación de biogás en los ver-
tederos. Todos estos sectores difusos van a decidir
si España cumple o no cumple con el Protocolo de
Kioto y son los que con más claridad muestran la
necesidad de coordinación administrativa. Aquí
estamos hablando de materias que sólo en parte,
en algunos de estos casos en pequeña parte, son
competencia de la Administración General del Esta-
do, y que en gran parte son competencia de las
Comunidades Autónomas o de las propias autori-
dades locales.
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¿En qué punto estamos en la conclusión del pro-
ceso de elaboración del Plan de Asignación y su
puesta en marcha? Estamos examinando las más de
1.000 solicitudes de asignación individual, recibidas
en paralelo a las Comunidades Autónomas que están
valorando el mismo número de solicitudes en este
paso de autorización de emisión. Cada Comunidad
Autónoma designó una autoridad competente para
entender estos expedientes, y estamos estableciendo
una coordinación muy fluida entre las Comunidades
Autónomas y la Administración General del Estado,
mediante reuniones técnicas y un foro electrónico
de consulta. Además de los propios órganos ya
estructurados de cooperación, como es la Confe-
rencia Sectorial.

Nuestra previsión, es que salga a información
pública la propuesta de asignación individual dentro
del mes de noviembre de 2004. Como saben, dentro
de la información pública habrá una consulta estruc-
turada a las Comunidades Autónomas a través de la
Comisión de Coordinación de políticas de cambio
climático entre la Administración General del Estado
y las Comunidades Autónomas. En paralelo, estamos
trabajando con la Comisión Europea para obtener la
preceptiva aprobación del Plan. La Comisión está
requiriéndonos información, fundamentalmente en
relación al listado individual o asignación individual, a
la definición de instalación de combustión, que en el
caso español para los sectores no Directiva incluye la
generación, la cogeneración con más de 20 megava-
tios conectada a la red. Estamos documentando ante
la Comisión nuestra posición de que lo que queda



fuera de esa definición de instalación supone menos
de un 3% de la cifra de global asignada.Y de dónde
va a sacar España los 100 millones de toneladas de
mecanismos de flexibilidad. Nuestro objetivo es la
aprobación de la asignación individual por el Conse-
jo de Ministros antes de final del año 2004.

En paralelo, estamos desarrollando todo lo pre-
visto en el Real Decreto Ley. En primer lugar, se está
tramitando como proyecto de ley el Real Decreto
Ley. En segundo lugar, estamos avanzando en la cre-
ación del Registro Nacional de derechos de emisión,
comenzando por seleccionar a un gestor técnico.
Como saben, el registro está adscrito en el Real
Decreto Ley al Ministerio de Medio Ambiente. Pero
la llevanza técnica del Registro la va a hacer un ges-
tor especializado y esperamos que el Gobierno
tome una decisión al respecto la semana que viene.
Llamo ahí la atención sobre la cuestión de la sede físi-
ca del registro, porque existen distintas iniciativas que
se proponen para ser dicha sede. Nuestra opinión es
que no tiene tanta importancia la sede física del
registro ,que va a ser una máquina donde se anoten
operaciones, como la creación de las plataformas de
negociación privadas que realmente van a crear el
mercado. Eso son iniciativas privadas. El Gobierno no
ha entrado en ello, pero sí garantizamos las máximas
facilidades para asegurar la conectividad transparen-
te y eficiente del registro nacional con las plataformas
de contratación privadas que surjan.

Estamos hoy hablando de las dos herramientas
de software que están hoy disponibles. La que ha

26

desarrollado el Reino Unido y la de Francia. No es
que nos parezcan extraordinarias estas aplicaciones,
y de hecho pensamos que son muy mejorables en
términos de robustez de seguridad lógica. Pero no
tenemos otra opción, como muchos otros Estados
miembros, de tomar como punto de partida una de
esas dos herramientas que ya han iniciado incluso
las pruebas de conectividad con el sistema central
europeo.

También tomaremos una decisión sobre esto
dentro de este mes y lo comunicaremos a la Comi-
sión, recibiendo poco después una visita de la propia
Comisión para asegurarse de que España va a tener
su registro operativo el 1 de enero.

En paralelo, pero esta es una tarea fundamental-
mente para el año que viene 2005, estamos siguien-
do la elaboración de un protocolo de verificación. Es
algo de trascendental importancia para las Comuni-
dades Autónomas, ya que son ellas las que van a
tener que decir, a principios del 2006, si las emisiones
informadas por cada una de las instalaciones son
correctas o no. Para esto es necesario un buen pro-
tocolo de verificación, como el que está desarrollan-
do la Asociación Internacional de Comercio de Emi-
siones en base a una propuesta holandesa. Es una
tarea que ponemos por delante las Comunidades
Autónomas y nosotros, y que comentaremos en
cuanto esté funcionando el mercado.

Para los mecanismos de flexibilidad estamos pre-
parando un documento estratégico en el grupo



interministerial de cambio climático, donde decimos
cómo queremos construir esa cartera de 100 millo-
nes de toneladas. No es nada fácil. Hoy en día hay
una notable escasez de créditos de mecanismos de
flexibilidad. Ahora que el protocolo arranca, descu-
brimos que la oferta es sustancialmente mayor que
la demanda. Quién tiene la llave para equilibrar esto
es Rusia. Nos vamos a encontrar a Rusia en una posi-
ción similar en los créditos de mecanismos a la que
tiene Arabia Saudita en el mercado del petróleo.
Controla una parte de la oferta tan grande que es
muy importante que construyamos una cartera bien
estructurada y con garantías de precio y cobertura
de riesgos. Porque si no, vamos a estar en manos de
un mercado que puede ser bastante inestable. Al
menos, así lo vemos nosotros.

Estamos hablando de comprometer fondos para
crear uno o varios. Un fondo español de carbono,
donde queremos que tengan espacio para la partici-
pación las propias empresas y, naturalmente, las
Comunidades Autónomas que estén interesadas.
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Creemos que España tiene una ventaja estratégica
en relación a Iberoamérica y, en menor medida, el
Mediterráneo. Iberoamérica se está convirtiendo en
el mayor mercado ofertante de productos Mecanis-
mo de Desarrollo Limpio (MDL) y tenemos unas
capacidades económicas, diplomáticas, etc. como
para que aprovechemos preferentemente esa opor-
tunidad. Hemos creado la Red Iberoamérica de ofici-
nas de cambio climático para facilitar todo esto. Sur-
gió en una reunión en Cartagena de Indias, a final de
septiembre de 2004. En el foro iberoamericano de
Ministros de Medio Ambiente, que se ha celebrado
hace 10 días en Portugal, se ha aprobado ya formal-
mente la constitución de esta Red que nos da un
paraguas de respaldo administrativo y político a
nuestro intento de obtener créditos MDL en buenas
condiciones de estos países. Por ejemplo, nos está
facilitando enormemente la firma de memorandos
de entendimiento con países de la Región. Con Uru-
guay ya firmamos en el mes de septiembre. Con
Colombia quizá esta próxima semana se firme por
vía diplomática, y están muy avanzados los memo-



randos de Argentina, Méjico y otros. El de Panamá
está también muy avanzado y recibimos, casi sema-
nalmente, expresiones de interés.

Vamos a constituir muy próximamente la autori-
dad nacional designada, que es la que tiene que apro-
bar los proyectos de mecanismos para que puedan,
eventualmente, inscribirse en el registro español.
Tenemos ya un proyecto presentado por una com-
pañía eléctrica española, esperando que se constitu-
ya la autoridad nacional designada y pueda empezar
a aprobar proyectos.

Por tanto, los mecanismos de flexibilidad se nos
aparecen no sólo como una oportunidad de cumplir
por parte de España su compromiso a un precio
razonable (estos mecanismos hoy se cotizan en tor-
no a 5 dólares por tonelada), sino también es una
oportunidad para las empresas porque pueden can-
jear créditos de mecanismos de flexibilidad por dere-
chos de emisión del sistema europeo. Hoy ,el siste-
ma europeo está en torno a 9 euros y el mercado
de mecanismos está en torno a cinco dólares, casi 4
euros, de modo que es una oportunidad muy inte-
resante porque, además, las empresas que tienen
actividad industrial en los países no anexo 1, típica-
mente de Iberoamérica o del Mediterráneo, pueden
obtener los créditos con proyectos en sus propias
instalaciones. Una empresa energética que haga pro-
yectos de ahorro, de eficiencia, de renovables, en
Perú o en Colombia, puede obtener créditos que
canjee por el derecho de admisión del sistema euro-
peo, de modo que el esfuerzo de cumplimiento que-
da como un activo de mayor eficiencia en la propia
operación de esa empresa en un tercer país. Ade-
más, creemos que es una formidable herramienta de
cooperación. Los países de Iberoamérica necesitan
garantizarse el acceso a una energía que completa el
desarrollo sostenible y a precios razonables en sus
países. Creemos que los mecanismos de flexibilidad
van a ser un elemento dinamizador de la coopera-
ción en un área clave, atrayendo un volumen de
inversión que no se produciría en otras comunida-
des. Por lo tanto, los mecanismos son una apuesta
estratégica de España.
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En cuanto al protocolo, ya hemos dicho que entra
en vigor. Por tanto, la COP-10 va a tener una gran
trascendencia. Es el 10º aniversario del protocolo y
es inminente su entrada en vigor. En Buenos Aires se
va a empezar a hablar de Kioto 2. ¿Qué pasa más allá
de 2012? Visto con perspectiva de largo plazo es la
parte fácil de la tarea que tenemos por delante. Hay
países que están marcándose objetivos estratégicos
mucho más ambiciosos. El Reino Unido, para 2050
quiere reducir sus emisiones un 60%. Francia un 75%.
Deben transformar su modelo energético drástica-
mente. Ese debate nace multilateralmente hablando
en Buenos Aires donde, es una novedad, por prime-
ra vez la Delegación española incorpora oficialmente
a representantes de las Comunidades Autónomas, lo
que consideramos imprescindible.

En relación con las emisiones difusas, estamos ulti-
mando la elaboración del Plan de Acción 2005/2007.
Tenemos que cumplir con todas las medidas ya pre-
vistas en la estrategia española de eficiencia energé-
tica e identificar e implantar medidas para un ahorro
adicional de 52 millones de toneladas. Esto sólo será
posible con el compromiso de las Comunidades
Autónomas y hemos tratado ya de ello en la Confe-
rencia Sectorial. Las Comunidades Autónomas nos
van a aportar también su esfuerzo para acercarnos a
ese objetivo entre todos.Y hemos firmado la pasada
semana un convenio con la Federación Española de
Municipios y Provincias para que también los munici-
pios y las ciudades pongan su granito de arena en la
lucha contra el cambio climático. Se va a crear la red
de ciudades por el clima. Las ciudades que volunta-
riamente se quieran adherir a esta red tendrán que
asumir compromisos concretos que tendrán que ver
con ordenanzas de alumbrado público, de incorpo-
ración de energías renovables a las viviendas, etc. Por
tanto, estamos en marcha. El trabajo no está ni
mucho menos terminado. Sólo convenciendo a
todas las administraciones y a las responsabilidades
no ambientales en las distintas administraciones,
tenemos una posibilidad de éxito. Como dije en la
inauguración, espero que este plenario de la Red de
Autoridades Ambientales sea un paso más en esa
dirección.
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Antes de comenzar, quisiera agradecer la invitación
del Ministerio de Medio Ambiente para participar en
esta reunión de la Red de Autoridades Ambientales
y, por supuesto, las atenciones que con nosotros está
teniendo el Gobierno Vasco como anfitrión de esta
reunión.

Cuando me comunicaron la necesidad de inter-
venir en este foro y de intervenir, no sólo frente a
representantes de Comunidades Autónomas, de la
Administración General del Estado y de la Comisión
Europea, sino también ante determinados industria-
les o empresarios invitados por el Gobierno Vasco,
pensé que era necesario intentar hacer una aproxi-
mación poco convencional al análisis de los efectos
sobre la competitividad de las medidas para la reduc-
ción de gases de efecto invernadero, en el contexto
del Protocolo de Kioto; tema éste que está cobran-
do intensa actualidad.

Observemos, por ejemplo, como un diario de
tirada nacional (EL PAIS) presentaba el pasado
domingo en su suplemento de negocios un artículo
elaborado por un antiguo asesor del Presidente Clin-
ton, en el cual se incluía una serie de respuestas a una
pregunta relativamente controvertida: ¿puede ser
bueno un petróleo caro?. No es necesario insistir
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demasiado sobre este tipo de cuestiones puesto que
el contexto que ha presentado el Secretario Gene-
ral [Sr. D. Arturo Gonzalo Aizpiri] de manera mucho
más precisa de lo que yo podría hacer, nos permite
entender hasta qué punto nos encontramos en una
situación especial en la que habría muchas maneras
de justificar la necesidad de interpretar el Protocolo
de Kioto (desde una perspectiva económica o, inclu-
so, desde una perspectiva empresarial), mucho más
como una oportunidad, como un reto, que como
dificultad o amenaza.

Se pone de manifiesto, por lo tanto, y se verá a lo
largo de la presentación, que aquellas empresas o
países que han adoptado una actitud pro-activa y
que han abandonado una cierta posición reactiva
(que, a fin de cuentas, impide definir el camino, vién-
dose obligados únicamente a recorrer el que otros
definieron), se están encontrando con muchas facili-
dades y están viendo hasta qué punto trabajar en el
contexto de Kioto no sólo es rentable desde un pun-
to de vista financiero, sino deseable desde un punto
de vista económico y social.

En paralelo, quizá alguno de ustedes haya tenido
la oportunidad de leer un artículo que se publicaba
en la primera semana de octubre, en la revista The
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Economist, donde se analizaba precisamente el tema
sobre el que hoy les hablaré y que antes menciona-
ba: la relación entre el cumplimiento de los compro-
misos asumidos en el contexto de Kioto y el impac-
to sobre la competitividad económica.

Dice el escritor Jesús Ferrero, quien tiene alguna
vinculación (siquiera lejana), precisamente con Bil-
bao, que cuando uno se marcha al desierto huyendo
de sus fantasmas, los fantasmas acuden en manada.
Bien, ésta parece, en algún sentido, la situación, el
contexto, en el que todo sugiere que se pueden
plantear este tipo de cuestiones. Dicho de otra
manera, a priori uno tiene la sensación de que todo
pueden ser amenazas en relación con Kioto. Puede
existir, incluso, un cierto temor en función de deter-
minados estudios razonablemente fundados en rela-
ción con el impacto sobre la competitividad. Sin
embargo, el enfoque que permite tomar distancia,
desde una cierta vocación académica, y desde la
perspectiva propia del análisis económico, consiste
precisamente en intentar mostrar como lo que la
evidencia empírica pone de manifiesto es justo lo
contrario: existe una oportunidad muy importante
ante este reto. Se presentarán a continuación resul-
tados de un ejercicio práctico publicado este mismo
año (2004), en el que se pone de manifiesto que si
uno, como industrial o empresario implicado en algu-
no de los sectores a los que se refería el Secretario
General, tiene razones para estar preocupado por el
cumplimiento de Kioto, tendría muchísimas más
razones para sentirse inquieto por la pérdida de
competitividad asociada, por ejemplo, a algo sobre lo
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que no se tiene un control tan directo, como la varia-
ción del tipo de cambio entre el euro y el dólar. Los
datos parecen elocuentes; pasemos, por lo tanto, a
revisarlos.

En cualquier caso, si se vuelve al tema que se
mencionaba en el artículo que les citaba anterior-
mente de la revista The Economist, veremos que lo
que se está poniendo de manifiesto (y quiero poner
énfasis sobre este aspecto), es como la Unión Euro-
pea está defendiendo una posición que le permita
liderar las cuestiones relativas a las políticas contra el
cambio climático. Una posición que parece intere-
sante al menos por lo siguiente: cuando uno adopta
una posición defensiva en relación con las políticas
de prevención del cambio climático, siempre tiende a
hablar de que el mismo es un fenómeno, un proce-
so incierto; es decir, siempre se argumenta, tanto des-
de determinados ámbitos públicos como fundamen-
talmente desde el sector privado, que uno no puede
embarcar a un país, a una economía en su conjunto,
a las empresas que constituyen esa economía, en un
esfuerzo tan considerable de inversión pública y pri-
vada como el que exigen estas políticas, cuando en
realidad no sabemos si dicho cambio climático
podría ocurrir en el futuro. Ésta podría ser, perfecta-
mente, la posición mantenida por los Estados Uni-
dos.

En realidad, por el contrario, si se analizan los
estudios que publica el Panel Internacional de Cam-
bio Climático (IPCC), en el contexto de Naciones
Unidas, se observará que cuando se menciona que el



cambio climático es incierto, se debería ser un poqui-
to más preciso. Si se atiende a la vinculación que exis-
te entre las emisiones de gases de efecto invernade-
ro y el cambio en la composición química de la
atmósfera, se puede afirmar que ese efecto es abso-
lutamente cierto, que está descrito en la literatura
científica y validado por la comunidad internacional;
ahí, por lo tanto, no hay tal incertidumbre.

Si, a continuación, se analiza el vínculo entre el cam-
bio en la composición química de la atmósfera y el
calentamiento global del planeta, se podrá discutir en
relación con el rango de variación de la temperatura,
en grados centígrados, a lo largo de un periodo con-
creto, pero la relación causa-efecto también parece
más que probada. Ahí, por lo tanto, tampoco existe
demasiada incertidumbre. ¿Dónde ésta la misma? La
incertidumbre reside fundamentalmente en el tercer
eslabón de ese proceso secuencial, es decir, en el
hecho de que el calentamiento global tiene unos
impactos inciertos sobre determinados medios recep-
tores (salud humana, sobre el nivel del mar, sobre los
ecosistemas, etc.). Por lo tanto, cuando nos referimos
al cambio climático como un fenómeno incierto, en
realidad deberíamos ser algo más precisos.

Al revisar sus impactos, en todo caso, parece
razonable mostrarse cauteloso. Desde la perspectiva
del análisis económico, que emplea como referencia
(numerario) el bienestar de la sociedad, es importan-
te señalar que dicho análisis no sustituye a los pro-
cesos de decisión; simplemente los enriquece, con-
tribuyendo a reducir la discrecionalidad.
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Ahora bien, de lo que vamos a hablar esta maña-
na, o, para ser más precisos, de lo que ya se está
hablando en relación con el Plan Nacional de Asig-
nación de Emisiones (PNAE) no es única y exclusi-
vamente de un problema de eficiencia. Se trata, asi-
mismo, de resolver quién soporta los costes de este
tipo de políticas encaminadas a la reducción de emi-
siones de gases de carácter invernadero. Se trata, por
lo tanto, asimismo de una cuestión de equidad, como
se pone de manifiesto en el hecho de que la mayor
parte de las políticas encaminadas a la prevención
del cambio climático siempre se han visto paraliza-
das, precisamente, por la resistencia de aquellos sec-
tores que se sienten más afectados (e incluso agra-
viados) por determinadas decisiones de carácter
público. Lo que se pretende mostrar hoy es que qui-
zá el miedo en términos de pérdida de competitivi-
dad no está justificado, señalando, al mismo tiempo,
que los análisis de eficiencia y equidad de este tipo
de decisiones, nos permiten obtener conclusiones
muy interesantes en relación con este Plan Nacional
de Asignación de Emisiones.

Quizá la primera cuestión clave consiste en
señalar que lo que se va a discutir se enmarca en el
contexto de la posición tanto de la Unión Europea
en su conjunto como del Gobierno español, como
ha quedado patente en la intervención del Secreta-
rio General. Esta posición se podría formular de la
siguiente manera: incluso aunque aceptásemos
determinados niveles de incertidumbre en relación
con la existencia del cambio climático y de sus cos-
tes asociados, existirían incentivos en el seno de la



Unión Europea para invertir en políticas de reduc-
ción de emisiones de gases de efecto invernadero.
Desde una perspectiva pública, esto parece bastan-
te claro: la reducción de emisiones de gases de
efecto invernadero siempre viene acompañada de
la de otras emisiones contaminantes, lo que supone
ahorrar una serie importante de costes en relación
con impacto sobre la salud pública, procesos de
acidificación, de eutrofización, otro tipo de daños a
ecosistemas, pérdida de cosechas, etc. Es decir, hay
una serie de costes que, desde la perspectiva de la
sociedad en su conjunto y necesariamente, enton-
ces, desde la óptica del sector público, justifican la
decisión de integrar a un país en este tipo de ambi-
ciosos programas de inversión para la reducción de
emisiones de gases de efecto invernadero, incluso
aunque el cambio climático no fuese un problema
como tal.

La posición que está defendiendo la Unión Euro-
pea, en todo caso, va mucho más allá y, en este sen-
tido, es mucho más atractiva para el sector privado.
Lo que se señala desde la Unión Europea (y, en dife-
rente medida, desde el Gobierno español), es que si
somos capaces de modificar nuestro modelo ener-
gético, nuestra estructura productiva, incluso en el
caso en que no se produjese cambio climático o el
mismo fuese una cuestión trivial, se obtendría una
importante ganancia en términos de competitividad
respecto a aquéllos que quedan fuera de estos inten-
tos de reducir las emisiones de gases de efecto inver-
nadero. Así, mientras la posición de Estados Unidos
consiste en mantener una actitud conservadora y
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optar por otras prioridades (puesto que, a su juicio,
el cambio climático es un fenómeno incierto), la
Unión Europea insiste sobre la existencia de un sis-
tema de incentivos que haría razonable asumir este
tipo de políticas (basadas sobre el principio de pre-
caución).

Precisiones conceptuales

Para profundizar sobre este tema, es preciso
añadir una serie de precisiones conceptuales. Qui-
zá uno debería comenzar por preguntarse qué
entiende por competitividad. Sobre todo aquellos
de ustedes que provengan del ámbito de la empre-
sa, serán conscientes de que la competitividad es
un concepto multifactorial, al que se podría llegar
desde múltiples perspectivas, pero que finalmente
tiene una repercusión inmediata sobre el balance
de sus empresas, sobre su rentabilidad financiera y,
en el caso de aquellos de ustedes que estén parti-
cipando ya en el mercado de valores, sobre el valor
bursátil, (el valor para el accionista). Se trata, pues,
de una preocupación muy tangible, una inquietud
muy concreta.

Ahora bien, una cosa es analizar el concepto de
competitividad a nivel de la empresa (en este caso,
estaríamos hablando de producir bienes o servicios
diferenciados de alta calidad de una manera eficien-
te), otra es hacerlo desde una perspectiva sectorial
(donde necesariamente es preciso ampliar la óptica
y observar ese mismo tipo de cuestiones pero en
una perspectiva regional, es decir en el seno de la



Unión Europea, o incluso mundial) y, por último, otra
bien distinta es referirse a la competitividad desde la
perspectiva de un país (como un país se posiciona en
términos de ventaja competitiva en relación con el
resto de sus competidores).

Si se atiende a los resultados producidos por
algunos análisis macroeconómicos en relación con el
impacto que Kioto tendría sobre el crecimiento eco-
nómico veremos que se trata de modelos macroe-
conómicos a largo plazo que, si bien tienen algunas
virtudes, también presentan deficiencias como, por
ejemplo, el hecho de que el detalle sectorial es bas-
tante escaso, no modelizan adecuadamente la movi-
lidad internacional del capital. Este último aspecto, en
concreto, es clave, como ustedes pueden suponer,
puesto que tan pronto como se producen diferen-
cias de rentabilidad en sectores productivos, el capi-
tal va de un sitio a otro, buscando siempre una ren-
tabilidad más alta. Existe, por otra parte, una serie de
deficiencias en lo que se refiere a los ajustes del tipo
de cambio pero, en cualquier caso, lo que sí ponen
de manifiesto estos modelos son los grandes movi-
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mientos, las grandes tendencias. En esta presentación
no nos centraremos en este tipo de análisis macroe-
conómicos, aunque se mencionarán también más
adelante.

¿Qué tipo de preguntas hay que hacerse si se
quiere analizar, con un cierto rigor, cuál es el impac-
to sobre la competitividad de asumir los compromi-
sos de Kioto? Hay dos preguntas que parecen esen-
ciales: la primera es si las importaciones de bienes
afectados por estas políticas, de manera directa o
indirecta, son sustituibles con productos del mercado
nacional, es decir, si eventualmente el grado de expo-
sición al exterior permitirá adoptar diferentes medi-
das de comercio internacional que favoreciesen una
protección efectiva respecto al presunto impacto
sobre la competitividad de las medidas asociadas a la
reducción de emisiones; en segundo lugar, habría que
preguntarse cuál es el nivel de movilidad del capital
en los sectores afectados.

El objetivo de lo que plantearé a continuación es
evaluar la exposición global frente a los competido-



res fuera de la Unión Europea de 25 Estados miem-
bros. Quizá la referencia teórica básica, en la que no
nos detendremos demasiado, respecto al análisis de
la regulación ambiental y sus impactos sobre la com-
petitividad económica es la nombrada hipótesis de
Porter. En el año 1991, Michael Porter, conocido pro-
fesor norteamericano y experto, precisamente, en
cuestiones de competitividad económica, estableció
una hipótesis que se formula de la siguiente manera:
una normativa ambiental más exigente, siempre y
cuando haya sido diseñada de manera eficiente, pue-
de conducir a situaciones ‘win-win’, es decir, a en la
que todo el mundo gane. Ganará, efectivamente, la
sociedad porque se ahorra una serie de costes
externos que soportaría en ausencia de la misma,
como los asociados a la contaminación. Ganan tam-
bién las empresas que operan bajo dicha normativa
porque ven incrementarse su beneficio privado neto;
precisamente éste es el aspecto más controvertido y
que pueda despertar más interés respecto a esta
intervención.

Como se señalaba antes, no debe sorprender
que una normativa ambiental más exigente genere
un incremento del bienestar de la sociedad; no en
vano, ésa es la razón que justifica la necesidad de
introducir una normativa ambiental menos laxa.
Ahora bien, lo que parece menos evidente y, por
ello, más interesante, es predecir el impacto sobre
la estructura de costes y de beneficios privados. El
argumento obvio para defender esta formulación
de la hipótesis de Porter consiste en afirmar que,
asociado el cumplimiento de una serie de normati-
vas más exigentes desde un punto de vista ambien-
tal aparece un incentivo inmediato para la innovación
tecnológica que favorece un mejor posicionamiento
en el mercado y que, consecuentemente, termina
redundado de manera positiva sobre el balance de
las empresas.

Como es lógico, esta hipótesis, que no deja de
ser una formulación sometida constantemente a la
validación de la evidencia empírica, pone de mani-
fiesto también una serie de debilidades. Una de las
primeras críticas que se señala es que existe un
supuesto implícito en la misma según el cual las
empresas sistemáticamente estarían ignorando las
posibilidades de mejorar voluntariamente su perfil
ambiental. Esto es esencialmente falso: hoy se sabe
que, sin necesidad de normativa ambiental más o
menos exigente, hay muchas empresas que, con
visión de futuro, detectan las oportunidades aso-
ciadas a modificar su conducta ambiental. Recien-
temente, por citar un ejemplo concreto, desde el
Grupo de Economía Ambiental de la Universidad
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de Alcalá, hemos trabajado en un estudio para la
empresa SITA (empresa de gestión integral de resi-
duos que pertenece al Grupo SUEZ y que, si no
recuerdo mal, es la primera empresa en gestión
integral de residuos a nivel europeo y tercera a
nivel mundial), que hace tiempo inició un programa
voluntario de reducción de emisiones (fundamen-
talmente de metano - gran problema por la exis-
tencia de numerosos vertederos en todo el mun-
do), incluso en un escenario que, como ha definido
el Secretario General, no incorporará el metano en
el mercado de emisiones de la UE hasta una segun-
da fase. Podría mencionarse igualmente, aunque no
es el caso de exponer aquí las mejoras prácticas, el
caso de BP que hace varios años lleva desarrollan-
do un mercado interno de emisiones para generar
un mecanismo de eficiencia que conduzca a una
reducción global de sus emisiones entre sus dife-
rentes refinerías. Es decir, hay muchos ejemplos que
ponen de manifiesto que algunas empresas se ade-
lantan incluso en ausencia de una normativa
ambiental extremadamente exigente.

La segunda crítica, bastante más razonable,
señala que existe una dificultad manifiesta para que
los marcos normativos definan medidas políticas
eficientes; normalmente predomina, en el ámbito
de la política ambiental, un enfoque que se conoce
como ‘Command and Control’ (basado en la fija-
ción de estándares y el establecimiento de un
mecanismo de seguimiento de los mismos), sobre
lo que serían mecanismos eficientes, que preten-
den, en última instancia, aprovechar las posibilida-
des del mercado como mecanismo de asignación
de recursos. [Una economista de la Escuela de
Cambridge, ya fallecida, Joan Robinson, afirmaba
que quizá el mercado no sea un gran maestro, pero
que bien puede llegar a ser un buen sirviente; es
decir, si somos capaces de aprovechar las bondades
del mercado como mecanismo de asignación de
recursos y corregimos los fallos que, sin duda, exis-
ten en la gestión de bienes públicos, en la aparición
de externalidades a través de la intervención del
sector público, probablemente estaremos consi-
guiendo aproximarnos a esa definición eficiente de
políticas ambientales].

Como no tendríamos demasiado tiempo para
recorrer la evidencia empírica en relación con la
hipótesis de Porter, se ha incluido este gráfico con
datos del propio Porter en el que se señala, en el eje
de abcisas, el índice de competitividad, y en el eje de
ordenadas, un índice relacionado con el nivel de exi-
gencia de la regulación ambiental.



Como se pone de manifiesto, los países que
cuentan con una política ambiental más exigente
son, al mismo tiempo, países que presentan una
mejor situación desde el punto de vista de la com-
petitividad económica; lo que indica la tendencia
ascendente, sin embargo, es que no se trata de una
situación estática sino que, en términos dinámicos,
todos aquellos países que van adoptando normati-
vas más exigentes desde un punto de vista ambien-
tal, avanzan también en términos de competitividad
económica siguiendo a los líderes (en este caso
siguiendo a Finlandia, que aparece en casi todos los
índices de competitividad como el primero).

Una pregunta que ustedes (y, en concreto,
aquellos de ustedes que vengan del ámbito de la
empresa) podrían plantearse es qué está ocurrien-
do, cómo están reaccionando los mercados inter-
nacionales en relación con este tipo de cuestiones.
Piensen que, en realidad, los mercados financieros
internacionales no son nada más que algo así como
el ‘hombre de Marte’ que nos observa y, de alguna
manera, sanciona positiva o negativamente las deci-
siones que vamos adoptando. [No es una cuestión
sobre la que, por supuesto, nos vayamos a exten-
der, pero piensen ustedes en la perplejidad con la
que algunos economistas observan determinados
argumentos, por ejemplo, del Reino Unido cuando,
en el seno de la Unión Europea, se refieren a su
pérdida de soberanía política. En realidad, la pérdi-
da real es una pérdida de soberanía económica.
Dicho de otra manera, buena parte de las decisio-
nes son sancionadas por los mercados financieros
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internacionales que no tienen ninguna legitimidad
social, por no mencionar que muchas decisiones
son directamente adoptadas en esferas suprana-
cionales].

Si observamos estos mercados financieros
internacionales veremos que, progresivamente, el
índice de sostenibilidad Down Jones (DJSI) va sus-
tituyendo como referencia para la empresa a uno
de los índices tradicionales en términos de renta-
bilidad: el índice que proporcionaba Morgan Stan-
ley (MSCI). Lo que se pone de manifiesto es que
para niveles de fluctuación bastante similares entre
ambos índices, el índice Down Jones progresiva-
mente va adoptando valores más altos que el índi-
ce de referencia de Morgan Stanley, es decir, esto
no es una extravagancia de los mercados financie-
ros sino que es una guía explícita para las inversio-
nes que ya está señalando unas tendencias muy
diferentes a las que se podían observar en los años
anteriores.

Lo mismo podríamos preguntarnos desde la
perspectiva del inversor. En este contexto, la litera-
tura no lleva a resultados concluyentes pero sí exis-
te una evidencia bastante sólida que viene a señalar
que esa percepción según la cual los inversores
sufrirían riesgos adicionales por la introducción de
elementos no financieros en sus decisiones, no es
del todo cierta; es decir, precisamente la introduc-
ción de este tipo de elementos vinculados con la
sostenibilidad y no necesariamente con variables
financieras, está poniendo de manifiesto una cierta



estabilidad: no sólo no hay mayor riesgo sino que,
probablemente, lo que se está haciendo al tomar
medidas en el sentido, por ejemplo, de reducir las
emisiones de gases de efecto invernadero, es preci-
samente hacer más liviana la estructura de riesgo
de las empresas.

Si alguien quisiese profundizar sobre este tema,
se ha mencionado una referencia de este año en
un seminario organizado por la Dirección General
de Empresa de la Comisión Europea: Flatz (2004)
Seminar on the business case for CSR: the case for
sustainability from an investor’s perspective, EC DG
Enterprise. Se pone de manifiesto que las inversio-
nes sostenibles y responsables (que se conoce
como SRSI), pueden obtener una mejor fluctuación
y, al mismo tiempo, mayores niveles de rentabilidad
que en el marco de la inversión convencional, una
inversión al margen de este tipo de consideracio-
nes ambientales.

¿Qué percepciones podrían tenerse hasta este
momento, en el que lo único que se ha hecho es
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describir de manera más o menos sistemática una
serie de posiciones en relación con este tema? 

La primera ya se señalaba antes: aquí tenemos una
serie de oportunidades y riesgos relacionados con
cualquier tipo de impacto social y ambiental. En el
seno de cada sector se producen divergencias impor-
tantes y, al mismo tiempo, se observa que las empre-
sas que lideran a sus competidores en relación con
este tipo de consideraciones de sostenibilidad tienden
a generar un mayor valor bursátil para el accionista. En
todo caso, conviene enfatizar esta idea a partir de la
advertencia de Paul Krugman, el actual Premio Prínci-
pe de Asturias de Ciencias Sociales, cuando en el año
1994 señalaba que la competitividad es un concepto
mal definido y que no deja de ser una “obsesión peli-
grosa”. Efectivamente, da la sensación de que, en nom-
bre de la competitividad mal entendida, a veces se
defienden posiciones que se podrían respaldar perfec-
tamente en términos de la pérdida de rentabilidad
financiera y no de la competitividad como concepto
abstracto.



Análisis del impacto

Analicemos, entonces, aportando alguna eviden-
cia empírica sobre estas percepciones.

Respecto a las posiciones ante Kioto, que antes se
han señalado, hay una serie de críticas que señalan
que este tipo de políticas de reducción de gases de
efecto invernadero, amenazarán gravemente la com-
petitividad de la industria europea entre aquellos paí-
ses digamos menos comprometidos. Esta preocupa-
ción parece haberse intensificado en relación con la
Directiva 87/2003 por la que se creaba el esquema
de comercio de emisiones. Se cree, de hecho, que
esta normativa podría estar afectando de manera
importante a la industria intensiva de emisiones de
carbono y, en concreto, a la generación de energía
eléctrica a partir de la entrada en vigor de este mer-
cado europeo de emisiones.

Si uno se enfrenta al reto de analizar cuantitativa-
mente 20 sectores industriales, con datos de 2001, a
partir de una serie de bases de datos de la OCDE y
con datos sobre emisiones de CO2 de la Agencia
Internacional de la Energía, se encontrará que, exclu-
yendo el comercio entre miembros de la Unión Euro-
pea, los sectores intensivos en carbono (siderometa-
lurgia, minería, producción de pulpa y papel,
generación de energía eléctrica, refino de combusti-
bles, sector químico, e incluso el sector farmacéutico),
están menos expuestos a la competencia extra comu-
nitaria que los menos intensivos. Sólo nos encontra-
mos con un ejemplo, el sector de los metales no férri-
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cos, que es tanto o más intensivo en carbono como
expuesto a la competencia exterior que la media
europea. A partir de esta observación ya se pone de
manifiesto que esa pretendida pérdida de competitivi-
dad respecto a otros países, o respecto a empresas
competidoras en el mercado internacional, no es tal.
Curiosamente, los sectores intensivos en utilización de
combustibles fósiles y, por lo tanto, en las emisiones de
gases de efecto invernadero (en concreto, de CO2),
están menos expuestos que la media europea.

El procedimiento concreto que se emplea por Qui-
rion y Hourcade consiste en analizar, no la pérdida de
competitividad entendida como un concepto abstrac-
to, sino algo tan tangible que buena parte de ustedes
conocerá perfectamente, como las pérdidas en la fac-
turación para tres conjuntos de elasticidades-precio de
las exportaciones. [El tema de las elasticidades es un
tecnicismo, sobre el que tampoco se entrará en deta-
lles, pero simplemente mide la sensibilidad de la res-
puesta de las exportaciones en función de las modifi-
caciones en precios].

En este caso, el ejercicio que les quiero plantear es
el siguiente: analicemos cuál sería la pérdida de com-
petitividad asociada a este tipo de medidas, siguiendo
este procedimiento, y comparémoslo con un incre-
mento del 10% en el tipo de cambio de las divisas
europeas, en general, y del euro, en particular, respecto
a otras divisas (por ejemplo, el dólar).

Es preciso incorporar una serie de supuestos. En
primer lugar, si los derechos de emisión se fijan, se asig-



narán siguiendo el criterio del grandfathering (es decir,
criterios históricos). Si, al mismo tiempo, se asume un
precio que, a nuestro juicio, es absolutamente conser-
vador, de 20 euros por tonelada de CO2, se observará
que el impacto sobre la competitividad de la Directiva
(y cuando me refiero a la Directiva me refiero a la que
vincula el mercado de emisiones y los mecanismos de
flexibilidad de Kioto), es sólo el 20% de lo que corres-
ponde al impacto asociado al incremento de un 10%
en los tipos de cambio. Si, adicionalmente, los derechos
llegasen a subastarse como en el esquema de emisio-
nes del Reino Unido, y los ingresos (también como en
el caso del Reino Unido), se revirtiesen a la empresa
modificando determinados impuestos o, rebajando las
cotizaciones a la Seguridad Social por parte del emple-
ador, se vería que este impacto todavía es muchísimo
más limitado.

En concreto, para mencionarles un caso sintético,
tomemos 12 sectores de la Unión Europea (UE15)
representativos para la economía española y la econo-
mía europea. El objetivo es identificar los sectores más
sensibles a la pérdida de competitividad y comparar
dicha pérdida de competitividad (entendida, insisto,
como pérdida de rentabilidad financiera) con otro
shock de carácter asimétrico y, con un carácter bastan-
te más exógeno, como el que tiene que ver con el
incremento de los tipos de cambio.

De acuerdo con Fouquin y otros autores en el año
2001, los sectores intensivos en energía parecen estar
menos expuestos a una caída del dólar frente al euro
que la media de la industria. Este estudio, que permite
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hacer un análisis en paralelo, no puede emplearse
necesariamente para obtener demasiadas conclusiones
comparativas puesto que la exposición se calcula, no
en relación al comercio extracomunitario, sino al
comercio entre países cuyas monedas no están vincu-
ladas específicamente con el euro. Si se calcula esta
exposición a la competencia, se observará que, por
encima de la media de la industria transformadora
europea, hay una serie de sectores, de los sólo el de
metales no férricos se encuentra más allá que el valor
correspondiente a la media europea. En realidad, sólo
ligeramente más allá. Esto quiere decir que el valor de
las emisiones sobre la facturación, sólo para ese sector,
sería más que la media europea (todo ello asumiendo
un supuesto extremadamente conservador de un pre-
cio de la tonelada equivalente de CO2 de 20 euros).

En una primera simulación se asume que los dere-
chos se subastan y el precio del derecho es igual a 20
euros para la tonelada de CO2 (se adopta este dato
porque éste es el valor de referencia en el Programa
Europeo de Cambio Climático, aunque, en cualquier
caso, ese precio sería más alto que las transacciones
previstas en un mercado internacional, donde se cifran
en 10 euros, y los créditos de los proyectos de Acción
Conjunta y de Mecanismo de Desarrollo Limpio, que
se situarían en torno a los 5 euros). Detengámonos
sobre los escenarios de precios.

Hay una fase (1) en la que no se aplica la Directiva
de comercio de emisiones, no se establece la Directiva
de vinculación; una fase (2) en la que se establece la
Directiva de vinculación pero no se considera la com-



petencia entre sectores ni entre países de anexo B; una
fase (3) en la que la Directiva de vinculación entra en
vigor y se permite, entonces, la entrada de derechos de
emisión procedentes del mecanismo de desarrollo
limpio y de proyectos de acción conjunta; y una fase
(4), dividida en tres casos, en la que se asume que se
amplía el escenario, simulando competencia por los
derechos de emisión. Lo que se define en los casos 4a,
4b y 4c, son las diferentes restricciones que se incor-
poran dentro de la propia Directiva en relación con la
posibilidad de incorporar créditos conseguidos en pro-
yectos de mecanismo de desarrollo limpio y de acción
conjunta. El caso 4c, por ejemplo, es un caso teórico en
el que lo que no se establecería ningún tipo de restric-
ciones de manera que se pudiese incorporar el 100%
de los créditos de emisiones generados en mecanismo
de desarrollo limpio, por ejemplo. Entendemos que
esto sugiere que el escenario más plausible conduciría
a un precio de la tonelada de CO2 similar al dato que
aparece en el caso 4a, es decir, en torno a los 15 euros
por tonelada (correspondiente al coste marginal de
reducción en el seno de la UE).
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Trabajando con esos supuestos más conservadores
(20€/tCO2), la pérdida de facturación es más alta
cuanto más altos son los siguientes factores: el coste de
la reducción de las emisiones de CO2, que para este
ejercicio de simulación se considera que es infinito, la
intensidad en lo que se refiere a las emisiones de CO2,
la apertura al comercio extracomunitario y las diferen-
tes elasticidades (estimadas en el contexto de mode-
los de equilibrio general computable, en los que se
contemplan todas las variaciones en la economía de
manera simultánea).

El ejercicio muestra un descenso de la facturación,
que como se verá, en casi ningún caso supera el 0,5%;
es decir, un impacto absolutamente insignificante, que
es especialmente irrelevante cuando se hace el ejerci-
cio comparado en relación con las variaciones del tipo
de cambio. Si analizamos este caso nos encontraremos,
que en la primera columna se muestra el impacto de
un supuesto de 20 euros por tonelada de CO2 equi-
valente en el que no se permite el reciclaje de los
ingresos asociados a estos derechos de emisión, es
decir, en el que no se establece ningún mecanismo por



parte del sector público para que parte de ese sacrifi-
cio que realizan las empresas vuelva a ellas en forma de
ahorro en cotizaciones a la Seguridad Social. Incluso
con ese supuesto nuevamente conservador, se obser-
vará que, por ejemplo, en el caso del hierro y el acero
(donde se produce un impacto más notable), el impac-
to es de un 1%.Todo ello frente al impacto que tendría
el aumento del 10% en el tipo de cambio que, por
ejemplo, en el caso de determinados sectores (maqui-
naria y equipamiento), es más que notable. Piensen asi-
mismo en el caso del sector de generación de energía
eléctrica donde el cociente entre ambos impactos es
de un 51,3%. Bien, todo sugiere que este resultado
pone de manifiesto que si se justificase el temor ante
una pretendida pérdida de competitividad asociada al
cumplimiento de Kioto, en ningún caso sería el temor
más relevante: hay cosas a las que hay que temer antes
que al cumplimiento de los compromisos de Kioto.

Claro, el argumento no está exento de críticas,
como quizá alguno de ustedes ya haya planteado. Una
de ellas señala que no se pueden comparar estos
shocks porque los impactos que de ambos sobre la
competitividad son completamente diferentes. Mien-
tras la variación en el tipo de cambio puede interpre-
tarse como algo efímero, la variación en este tipo de
políticas ambientales puede tener un calado mucho
más estructural, de modificación de la estructura pro-
ductiva. Hay, sin embargo, tres argumentos contrarios
respecto a esta crítica. El primero es que, detrás de la
misma, hay un supuesto que permitiría a cualquiera
hacerse rico en el mercado de divisas internacionales.
¿Por qué? Porque se asume que cuando la empresa
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anticipa que el tipo de cambio se va a apreciar, inme-
diatamente interpreta que terminará depreciándose
cuando esto no necesariamente es cierto; podría ser
que se observase una apreciación del tipo de cambio
y que, detrás de la misma, viniese otra apreciación aún
más acusada. Paso rápido por encima de este argu-
mento para que nadie tenga tentaciones…

El segundo contra-argumento indica que los ciclos
en la variación de los tipos de cambio (como, por
ejemplo, el ciclo de cambio del franco francés y, luego,
del euro), no son marcadamente más cortos que los
ciclos políticos. Es decir, se puede observar que el ciclo
de variación del tipo de cambio del franco y el euro ha
tenido más o menos una cadencia de 5 a 10 años, es
decir un período bastante más notable del que se
podría creer a priori. Claro, alguien podría pensar que
en un período tan largo no va a ocurrir nada en el
mercado internacional, ni va a ocurrir nada en el con-
texto de Kioto porque Estados Unidos seguirá firme en
su posición actual. Bien, el que crea que esto puede ser
así, quizá olvide que en noviembre de 2003 los sena-
dores McCain y Lieberman, que han jugado un papel
relevante en las últimas elecciones norteamericanas,
establecieron una propuesta de Ley dirigida a crear un
esquema de comercio de emisiones de CO2 muy simi-
lar al que existe en el ámbito de la Unión Europea. Esta
propuesta fue rechazada en el Senado norteamerica-
no por un margen de 43 contra 55 votos; es decir,
¿quién podría asegurar que en esta segunda legislatura
del Gobierno Bush o, quién sabe, si con el siguiente
Presidente, no nos encontraremos con un cambio de
posición y una adhesión a la posición básica de la



Unión Europea de existen incentivos aunque sólo sea
en términos de modificación de la estructura energéti-
ca del país, modernización del tejido productivo, etcé-
tera?

El tercer contra-argumento afirma que, incluso aun-
que Kioto no hubiese entrado en vigor, la Unión Euro-
pea mantiene una posición firme de liderar este empe-
ño a nivel internacional. Todo sugiere, adicionalmente,
que cabe esperar un enfoque multilateral (basado en la
cooperación), en el que los acuerdos sean más
amplios. Esto es fundamental puesto que aumentará la
oferta de derechos de emisión, lo que previsiblemente
reducirá los precios de los derechos de emisión y miti-
gará, en gran medida, el impacto sobre la competitivi-
dad de las industrias que, como se ha visto, por otra
parte, no parece demasiado grave.

Como conclusión final, por lo tanto, es preciso
señalar que, incluso con los supuestos más pesimistas
sobre elasticidades precio de importaciones y expor-
taciones, negando cualquier posibilidad de reducción y
asumiendo que los derechos se venden sin compensa-
ción a las empresas, la pérdida de facturación excede
el 0,5% en sólo tres sectores: combustibles, minerales
no metálicos y acero y hierro. Si, además, se reciclasen
estos ingresos mediante un descenso de los costes
laborales, se reduciría significativamente este impacto,
cayendo por debajo del 2% en todos los sectores.

Algunos de estos supuestos conducen a sobreesti-
mar los impactos de la facturación de los sectores
intensivos en CO2: se asume un precio de 20€, más
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alto que las expectativas del mercado (en torno a
10€) y los créditos de MDL y AC (5€); se incluyen ins-
talaciones de combustión menores de 20MW, exclui-
das por la Directiva; se contempla, asimismo, que la
Directiva sólo afecta a la UE15 cuando, en realidad,
todo sugiere que afectará a la UE25 y a Rumania, Bul-
garia y Noruega; por último, se asume que no hay polí-
tica de clima en el resto del mundo aunque sabemos
que Japón, Canadá, Nueva Zelanda y Suiza necesitarán
políticas al menos tan ambiciosas como la UE para
cumplir con su objetivo de Kioto.

Al mismo tiempo, algunos de estos supuestos
subestiman la pérdida de facturación de los sectores
intensivos en energía y CO2 (y merece la pena seña-
larlos en pro de la credibilidad de lo que se afirmado
hasta el momento): se asume que el consumo de los
productos intensivos en CO2 no decrecerá siguiendo
el aumento de los precios de estos productos, que sólo
afectará a la distribución de la demanda entre produc-
tores de la UE y de fuera de la misma; se niegan efec-
tos de retroalimentación insumo-producto (por ejem-
plo, el impacto de un precio más alto de la electricidad
en los metales no férricos).

Quisiera finalizar afirmando que se está desarro-
llando un esfuerzo intensivo desde la perspectiva del
análisis económico para introducir racionalidad y efi-
ciencia en este tipo de decisiones. En esa línea, enten-
demos que los resultados que se presentaban ante-
riormente, ponen de manifiesto que hay incentivos
claros para percibir el compromiso de Kioto más como
una oportunidad que como una amenaza.
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Agradezco a la organización por haber invitado a la
Consejería de Medio Ambiente de la Junta de Anda-
lucía a exponer en esta Jornada Temática de la Red la
política que lleva a cabo en estos momentos sobre
el tema que nos ocupa.

Aunque, lógicamente, el cambio climático es un
problema global que afecta a todo el planeta, cree-
mos que es importante el papel de los gobiernos
regionales. Porque, es indudable que la política
ambiental que desarrollamos desde los distintos
Departamentos en las regiones españolas contienen
elementos de ordenación del territorio, medidas
agrícolas y ganaderas, planificación forestal, regulación
sostenible del litoral, uniformidad en las técnicas de
prevención ambiental, etc, lo que hace, por lo tanto,
que de alguna manera reivindiquemos desde las
Comunidades Autónomas nuestro papel en este
sentido. En ese contexto el Gobierno de Andalucía
quería, directamente, diseñar medidas concretas,
puesto que creemos que no bastan las grandes refle-
xiones si no se llenan de contenido, con medidas tan-
gibles y que sean apreciadas por los ciudadanos.

Todos los que nos encontramos aquí estamos
convencidos de que el Protocolo de Kioto represen-
ta la respuesta internacional al fenómeno de cambio

climático.Y que debe ser, a estas alturas, un verdade-
ro imperativo a todos los niveles, incluidas las Comu-
nidades Autónomas.

Afortunadamente el marco europeo se ha toma-
do en serio esta cuestión y ya en el Consejo Euro-
peo de Gotemburgo, celebrado en junio del 2001, se
acordó que la lucha contra el cambio climático era
una prioridad fundamental en la Estrategia de Desa-
rrollo Sostenible de la Unión Europea. Europa ha
prestado un apoyo decidido a este Protocolo y, al
mismo tiempo, la aportación total de sus emisiones
tienen un peso notable en el conjunto mundial.

La reciente ratificación del Protocolo por parte
de Rusia, el 30 de septiembre de 2004, supone reba-
sar ampliamente el 55% que se requiere para su
entrada en vigor. Lógicamente, queda pendiente
todavía la ratificación por parte de los Estados Uni-
dos a quien se le atribuye un 36,4% de las emisiones
mundiales.

Como es sabido, el Protocolo establece tres
mecanismos para facilitar, a los países en el anexo 1
de la convención en el que están integrados los paí-
ses ya desarrollados y con economías de transición y
de mercado, la consecución de esos objetivos de

ESTRATEGIA AUTONÓMICA
ANTE EL CAMBIO CLIMÁTICO
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SECRETARIO GENERAL DE POLÍTICAS AMBIENTALES

Consejería de Medio Ambiente

Junta de Andalucía



reducción y limitación de emisiones de gases de
efecto invernadero.

Como la situación actual ya se ha descrito, no
hago comentarios al respecto, al igual que sobre las
acciones emprendidas por el Estado, de las que el
Secretario General para la Prevención de la Conta-
minación y el Cambio Climático, del Ministerio de
Medio Ambiente, ha dado cumplida información en
su anterior intervención, y sobre las propuestas de la
estrategia española.

En este sentido, el compromiso especial de la
Unión Europea requiere la aplicación de políticas adi-
cionales que se están poniendo en marcha. Creemos
que Andalucía fue pionera en el marco europeo en
aprobar una estrategia propia ante el cambio climá-
tico, pues se llegó a un acuerdo en el Consejo de
Gobierno del 3 de septiembre del año 2002. Cree-
mos que Andalucía se anticipó al Gobierno Central
en su momento, con el fin de contribuir a que el
Estado pudiera cumplir el compromiso fijado por la
Unión Europea para España de incrementar sus emi-
siones tan sólo en un 15% con respecto a las emi-
siones del año 1990.

Nuestra estrategia implica a seis Consejerías del
Gobierno de Andalucía y toma como base la crea-
ción de un panel de seguimiento que tiene como
objetivo tomar el pulso constante a las acciones de
cada una de las Consejerías y establecer las priorida-
des de cada una de ellas. Para el seguimiento de esta
estrategia se han desarrollado una serie de indicado-
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res que van a permitir evaluar el comportamiento de
todos los sectores implicados. Como sabemos, la
estrategia de cambio climático es un instrumento de
tipo horizontal y ha generado, entre otros, cambios
en la política. No sólo en la política ambiental pro-
piamente dicha, sino, como también se ha repetido
antes, en materia de vivienda, de transporte o de
agricultura, ya que todas ellas intentan, con esta
estrategia, converger en la tendencia a reducir las
emisiones de gases.

Entre otros, destacaría algunos hechos dentro de
esta estrategia, como es la realización de acuerdos
voluntarios con grandes empresas para su adapta-
ción a las exigencias de la Directiva IPPC, en plazos
más cortos de los que se establece en esta Directi-
va. También, un segundo hecho sería la mejora del
medio ambiente urbano como eje prioritario del
Gobierno de Andalucía. En este sentido, tenemos un
programa muy ambicioso denominado Ciudad 21
que intenta impulsar en los 770 municipios de nues-
tra Comunidad el desarrollo de las correspondientes
Agendas 21 Locales.

Esta estrategia es también ambiciosa en cuanto a
la protección de nuestra riqueza forestal y a la rica
biodiversidad que hay en nuestra Región. Llamo la
atención acerca del compromiso de hacer repobla-
ciones forestales en 150.000 hectáreas y mejorar la
conservación de las masas forestales en otras
800.000 en el período comprendido entre el 2002 y
el 2006.



También se le otorga mucha importancia en esta
estrategia a la información ambiental, en especial a la
meteorológica, que constituye otro campo al que se
concede el lógico peso que este aspecto tiene para el
cumplimiento de los objetivos de Kioto. Sin duda, los
contenidos energéticos constituyen otra base impor-
tante para luchar contra el cambio climático. La estra-
tegia que se aprobó en el año 2002 se une al Plan
Energético de Andalucía 2002/2006 y, lógicamente,
ambos instrumentos tienen como objetivo el fomen-
to del uso de la energía renovable, con el objetivo final
de que en el año 2010 el 15% de la energía primaria
que se consuma en Andalucía corresponda a fuentes
renovables. Para ello se potenciará el uso de la ener-
gía solar, de la biomasa y la energía eólica.

Esto supone para nuestra Región un esfuerzo
importante, puesto que los datos suministrados del
año 2002 nos indican que la participación de las
energías renovables giraba en torno al 6% de la ener-
gía total consumida. Por tanto, el esfuerzo que tene-
mos que hacer es considerable. La otra línea de
actuación se centra en el ahorro y en la eficiencia
energética, junto a la renovación y a la creación de
infraestructuras que permitan la generación y la dis-
tribución con las menores pérdidas que puedan con-
seguirse.

A todo esto, lógicamente, se unen contenidos de
la estrategia que componen una amalgama de políti-
cas sostenibles que, sin duda, van a ir produciendo un
cambio real en las estructuras económicas y sociales
de nuestra Región. Nuevas formas, como luego vere-
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mos en otras Consejerías, en la agricultura o en la
ordenación del territorio, que tengan en cuenta el
patrimonio natural o una adecuada gestión del agua
que actualmente radica en la Consejería de Medio
Ambiente. Se arbitran, con las actuaciones que
corresponden a cada Consejería, una serie de accio-
nes de las que no están ajenas campañas de divulga-
ción y participación ciudadana, porque creemos que
es básico que los ciudadanos se impliquen en esta
problemática. Asimismo, incluye una estrecha vigilan-
cia sobre los efectos que el cambio climático pudie-
ra producir en la salud, con los correspondientes
estudios epidemiológicos.

En Andalucía creemos que el reto de futuro del
Plan Nacional de Asignación es cómo distribuir la
cuota de Estado para aumentar a un máximo del
15% las emisiones en una España en la que cada
Comunidad Autónoma tiene unos condicionantes y
una evolución distinta. El cumplimiento global de
cada Autonomía creemos que no puede ni debe ser
igual.Análogamente a como en la Unión Europea no
lo ha sido, y como no lo han sido tampoco las exi-
gencias para el cumplimiento de este acuerdo a esca-
la mundial, puesto que sería manifiestamente injusto.
Consideramos adecuada la técnica utilizada por la
actual redacción del Plan Nacional, que no efectúa
una regionalización de las emisiones siguiendo crite-
rios territoriales, sino que, como marca la Directiva
2003/87/CE, del 13 de octubre del año 2003, sobre
comercio de emisiones, realiza la distribución entre
sectores económicos, más acorde con la situación
real de nuestras Autonomías.



No obstante, hemos manifestado en diversas
ocasiones, que para aplicar el reparto interno había
que partir de una emisión de referencia. Y que esa
referencia fuese una emisión per-capita y no una
emisión total, que sólo es defendible cuando las
poblaciones son estables. Observamos que en Anda-
lucía esto no es así ya que en los últimos años ha
experimentado un incremento de 500.000 habitan-
tes. Por lo tanto, debería contemplarse esta situación,
al margen también de recordar que en Andalucía las
empresas afectadas por el Plan suman un total de
83.000 puestos de trabajo.

En la actualidad hay Comunidades Autónomas
que crecen en población y otras donde está
estancada. Si en nuestro caso hay un incremento
de 500.000 personas en los últimos años, cree-
mos que hay que tener en cuenta, además, otros
factores, como las fuentes de energía autóctona
de las que se dispone o las propias exigencias cli-
máticas que indudablemente van a condicionar el
consumo.
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Hay otras referencias de las que se ha hablado
con anterioridad, como es que el 40% de las emisio-
nes totales corresponden al sector industrial, y me
centraré en el comercio de derechos de emisión en
Andalucía. Los sectores afectados por la Directiva
2003/87/CE en nuestra Comunidad Autónoma
suponen, como he dicho antes, unos 83.000 puestos
de trabajo. Me gustaría hacer hincapié en cómo afec-
ta el actual Plan Nacional de Asignación en los sec-
tores industriales de nuestra Comunidad. En nuestra
Comunidad hay actualmente un total de 158 instala-
ciones en funcionamiento afectadas directamente
por los derechos de emisión. Se contempla que en el
período 2005 - 2007 tienen previsto iniciar opera-
ciones 12 instalaciones más, entre ellas tres centrales
térmicas de ciclo combinado , que junto a las indus-
trias ya existentes permite elevar el número de ins-
talaciones, y por tanto, de autorizaciones, a 170.

Aproximadamente, la mitad de las instalaciones
afectadas pertenecen al sector cerámico (88 instalacio-
nes). Sin embargo, en Andalucía las emisiones de CO2



más importantes se deben a la actividad de las centra-
les térmicas (60% de las emisiones), de las cementeras
(20% de las emisiones), y de las refinerías (12% de las
emisiones). Las cerámicas solamente representan el 4%
del total de emisiones. Respecto a los mecanismos de
solicitud de derechos y de autorización de la emisión
por parte de las empresas, quisiera destacar la labor
que se está realizando por la Junta de Andalucía en
este aspecto. El objetivo prioritario en estos días ha
sido, fundamentalmente, una labor de información y de
formación de todas las empresas afectadas, con el fin
de que toda empresa andaluza que tuviera que tener
solicitados autorización y derechos de emisión a fecha
de 30 de septiembre lo tuviera realizado en tiempo y
en forma. Podemos constatar que esta labor ha sido
muy fructífera, pues hemos recibido el 100% de solici-
tudes de autorización de emisión de gases de efecto
invernadero.

Para ello se ha hecho un seguimiento individualiza-
do y se ha habilitado una oficina volante que se ha ido
desplazando por todo el territorio para ayudar a las
empresas a la realización de sus solicitudes. Sobre
todo, lógicamente, a aquellas empresas con un menor
equipo técnico y en aquellos puntos de nuestra geo-
grafía más conflictivos por temas de medición, asegu-
ramiento en la calidad, o por otras características que
nos hacían aconsejable personarnos directamente en
el lugar donde estaba ubicada la empresa.A su vez, se
ha habilitado una dirección de correo electrónico para
realizar cualquier tipo de consulta, así como una pági-
na Web. En el corto plazo que le queda a la Adminis-
tración autonómica, la labor ha de ser la de verificar la
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documentación presentada y conceder la autorización
correspondiente para que esté operativa antes del
próximo 1 de enero de 2005.

Existen, lógicamente, otras muchas competencias
para las autoridades autonómicas, como la sanciona-
dora en su caso, o la de validación de los informes
verificados de las emisiones que se realicen. No obs-
tante, y hablando de nuevo a corto plazo, en los pró-
ximos meses nos vamos a enfrentar a un momento
decisivo del Plan Nacional de Asignación, que será el
de asignación de derechos, que deberá ser realizado
de forma que no afecte a la competitividad de las
empresas ni a un desequilibrio territorial.

La autorización de las emisiones corresponderá a
la Consejería de Medio Ambiente. En este caso, lo
más importante sería aprobar la metodología de
seguimiento de las emisiones que van a usarse con
las empresas a partir del 1 de enero del 2005. La
asignación individualizada de los derechos de emisión
corresponde al Ministerio de Medio Ambiente y se
nos ha dicho que a mediados de este mes de
noviembre se publicará la lista.

Como resumen, recordarles que el censo de las
empresas afectadas en Andalucía por la Directiva
2003/87/CE es de 170, teniendo en cuenta el trienio
2005 – 2007, y que el 100% de las empresas afecta-
das han presentado la solicitud. Lógicamente, el prin-
cipal problema que se plantea ahora es ver qué
metodología se ha seguido en esa presentación de
solicitud. Hasta el momento, el 60% son aceptables y



el 40% no lo han sido, aunque me han confirmado
hace poco que la mitad de las inaceptables en el pri-
mer momento, están en vías de resolver sus proble-
mas y ser aceptables sus solicitudes. A este respecto,
las que necesitan subsanación menor son solicitudes
que entendemos que están bien y son las grandes
empresas térmicas, refinerías y cementeras, que
suman un total de 72. Las que necesitan una subsa-
nación mayor son las 43 de los sectores de cerámi-
ca, vidrio y sectores afines. Y las que no han citado
metodología, a las que hacía referencia antes como
inaceptables y que suman 56, ya al día de hoy la
mitad de ellas se están subsanando las carencias,
representando al sector cerámico y de cogeneración.

No quiero finalizar sin mostrar nuestra esperanza
de que se desarrollen todos los sistemas previstos en
el Protocolo de Kioto.Ya se ha mencionado que se
establecen en él tres mecanismos para conseguir los
objetivos de reducción y de limitación de emisiones
de gases. Se ha hablado del primero de ellos, el rela-
tivo al comercio de las emisiones.También ha hecho
una referencia el Secretario General del Ministerio
de Medio Ambiente a los dos últimos, como son los
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Mecanismos de Desarrollo Limpio (MDL) y de los
Mecanismos de aplicación conjunta. Estos dos últi-
mos se basan en los proyectos de inversión de un
país en otro encaminados a reducir las emisiones.
También se ha hablado de que, aparte de que supo-
ne una inversión en estos terceros países, también
contribuyen al aumento de la calidad ambiental de
los mismos.

En este sentido, desde la Junta de Andalucía y
nuestra Consejería de Medio Ambiente, estamos
interesados en suscribir un convenio de colaboración
con la autoridad nacional al objeto de fomentar y
facilitar el desarrollo de los mecanismos basados en
proyectos del Protocolo de Kioto. Para ello, en Anda-
lucía se está preparando la creación de un Centro
para la colaboración con la Autoridad Nacional en
los ámbitos previstos en la disposición adicional ter-
cera del Real Decreto Ley 5/2004, de 27 de agosto.
También, hablando en el sentido de lo expuesto por
el Secretario General, hemos creado una Red de
Ciudades por el Clima, que se integran en una red
más amplia de ciudades sostenibles encuadradas en
el programa Ciudad-21.



COLOQUIO SOBRE EL
PRIMER GRUPO DE PONENCIAS4.



SR. D. JESÚS RUIZ TUTOR

CONSEJERÍA DE TURISMO, MEDIO AMBIENTE

Y ORDENACIÓN DEL TERRITORIO

Gobierno de La Rioja

Quizá, la pregunta que voy a formular al Sr. Delacá-
mara habría sido mejor destinarla al Secretario
General para la Prevención de la Contaminación y el
Cambio Climático. Pero escuchando esta mañana
todos los comentarios y ponencias, desde el trabajo
que nos toca realizar en la planificación básica en las
Comunidades Autónomas, se me plantea la duda de
si verdaderamente estamos en el modelo adecuado.

Tenemos que cumplir Kioto y lo tenemos com-
plicado. A la hora de valorar las distintas alternativas
en el modelo en el que nos movemos, me gustaría
saber si se ha hecho algún estudio en relación a
cómo podría ser la foto del año 2012 si se impulsa-
sen otras fuentes energéticas, como puede ser la
energía nuclear, o la valorización energética de los
residuos, que en estos momentos no se está hacien-
do,También, como pueden estar disponibles tecnolo-
gías de las que llevamos hablando muchos años y
que no acaban de llegar, como el plasma, pirólisis, etc.
y cómo repercutirían en el cumplimiento de los
compromisos del próximo futuro. Más aún viendo
cómo otros Estados, Alemania y Francia, en ningún
caso han rechazado estas fuentes energéticas.

Aprovecho para reconocer que, por ejemplo, en
el País Vasco han apostado por la valorización ener-
gética de residuos y debo felicitarles.

SR. D. GONZALO DELACÁMARA ANDRÉS

UNIVERSIDAD DE ALCALÁ DE HENARES

Tengo algunas reflexiones que compartir en relación
con sus preguntas. Efectivamente, todo lo que usted
plantea es en relación con una modificación del
modelo energético, diferente quizá a la que se esté
planteando en este momento. En este momento hay
una tendencia clara a aprovechar las ventajas com-
parativas de España en relación con la producción de
energías renovables. Se pretende desarrollar un
esfuerzo intensivo en lo que se refiere a políticas de
eficiencia energética, y el modelo que usted mencio-
na es un modelo que se parecería más al francés.

Yo le puedo hablar desde las sensaciones, desde
los resultados que hemos obtenido en el estudio que
antes mencionaba, desarrollado para la diversifica-
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ción en el ahorro de la energía, en el que también ha
participado el Gobierno Vasco. En este estudio, lo
que se pone de manifiesto es que en el caso, por
ejemplo, de la energía nuclear, que siempre es un
caso controvertido si uno analiza los impactos
ambientales a lo largo de todo el ciclo de vida nucle-
ar, uno se encuentra con lo que en la literatura eco-
nómica está descrito como una indeterminación, un
dilema de infinito a cero. Me explico.

La probabilidad de que exista un accidente nucle-
ar, un accidente de un cierto nivel de gravedad, es
prácticamente cero. Pero en el caso de que se pro-
duzca el daño, en términos de pérdida de bienestar
por múltiples vías, ese daño sería casi infinito. Eso da
lugar a una indeterminación, es decir, al hecho de que
no sabemos muy bien cuál de los dos criterios debe
primar. Lo que sí parece cierto en todo caso es que,
en primer lugar, incluso en ausencia de este tipo de
consideraciones, la energía nuclear no es la mejor
alternativa energética dentro de todas las que se han
analizado. Pero lo más importante quizá, y esta es
una consideración previa, es que la modificación de
porcentaje de componentes o fuentes (mix) en la
generación de energía eléctrica tiene una posibilidad
importante pero limitada de conseguir este tipo de
mejoras y este tipo de compromisos.

Hay una parte del consumo de energía primaria
que se realiza en el sector del transporte. Si no
recuerdo mal, dos tercios del consumo de energía
primaria se deben al sector del transporte. Aquí,
cualquier modificación que hagamos en el “mix” de
generación de energía eléctrica, ya sea apostando
por el modelo que usted plantea o apostando por
un modelo más sesgado hacía la promoción de fuen-
tes renovables, no parece que vaya a tener un impac-
to importante. Esto, por ejemplo, se observa al ana-
lizar que una parte de los objetivos de estas políticas
de planificación energética también es la reducción
del índice de dependencia energética del conjunto
del Estado, que es muy superior a la media europea.
Si no recuerdo mal, estamos en torno a un 78% de
dependencia energética. Incluso en presencia de la
estrategia de eficiencia energética y del Plan de
Fomento de Energías Renovables, probablemente
nos conduzca a algo así como a un 75 o un 76% de
dependencia energética. Esto es así porque, lamenta-
blemente, buena parte de las actuaciones sólo se
centran en el sector de la generación de energía
eléctrica que, insisto, es un sector donde se puede
obtener un margen importante de beneficios. Sin
embargo, no se interviene tanto en el sector del
transporte que supone dos tercios del consumo de
energía primaria.



Por lo tanto, las consideraciones que planteaba
son interesantes. Pero creo que en presencia de
modelos de planificación, en los cuales no sólo ha de
tenerse en cuenta el coste financiero de generación
del kilovatio/hora, sino el coste externo que la socie-
dad en conjunto soporta, asociado a la generación
de ese kilovatio/hora y en presencia de este tipo de
consideraciones, según las cuales cualquier modifica-
ción en el “mix” de generación de energía eléctrica
siempre tendría un efecto limitado sobre el conjunto
de la economía, creo que todo debe relativizarse y
pensar, que donde realmente tenemos un problema
importante es en los escenarios tendenciales de con-
sumo de energía primaria que son disparatados.

Incluso en los escenarios que se incluyen como
referencia para alcanzar los objetivos del Plan de
Fomento de Energías Renovables y las mejoras de
eficiencia energética contempladas en la E-4, esos
objetivos están definidos en relación con un escena-
rio tendencial de consumo de energía primaria que,
si se pudiese criticar por algún punto, sería precisa-
mente porque está subestimando esos consumos. Es
decir, que no sería descabellado afirmar que los con-
sumos de energía primaria crecerán todavía más que
el escenario de referencia que está utilizando el
Ministerio de Medio Ambiente.

Creo que ahí está el reto y que el resto de las
consideraciones son siempre consideraciones subsi-
diarias.

SR. D. JESÚS DIEZ VÁZQUEZ

AGENCIA DE DESARROLLO ECONÓMICO

Junta de Castilla y León

Mis reflexiones iban también básicamente dirigidas a
debatir si no se puede contribuir desde la programa-
ción estructural en este Plan de Asignaciones y en
todas las medidas que aquí se han hablado. O en
otras incluso que pueden incidir de forma positiva y
que no están contempladas en el Plan. Me refiero a
todo el potencial que la Red de Autoridades
Ambientales puede tener para apoyar este proceso
y a que el marco de los Fondos estructurales tiene
ahora mismo un potencial importante para poder
actuar en este terreno y temo que no se está utili-
zando adecuadamente.

Parece que sólo en el Eje 6, donde está el tema
de energía, fundamentalmente energías renovables,
se está haciendo o se puede hacer algo a favor del
Plan Nacional. Sin embargo, se puede hacer en todos
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los Ejes y esta es mi reflexión. El propio Secretario
General hablaba de la necesidad de que las Comuni-
dades Autónomas elaboraran planes de acción. Y,
probablemente, donde podemos empezar a hacer
muchas cosas es en el propio marco de los Comités
de Seguimiento de la programación estructural.

En todos los Ejes de la programación se puede
hacer algo en la reducción de emisiones. En el Eje 1,
por ejemplo, se está subvencionando la instalación de
nuevas empresas o la modernización de las existen-
tes.Y no se está utilizando con carácter general el cri-
terio de que estas inversiones sean las más eficientes
energéticamente. La reducción de emisiones es un
campo abonado en el que se puede trabajar mucho,
por lo menos en los dos años que quedan de pro-
gramación 2000 – 2006.

De esto podríamos hablar en todos los Ejes. Por
lo tanto, quizá, la reflexión sería que en el marco de
la Red se proponga que los diferentes Comités de
Seguimiento de los Programas Operativos elaboren
estos planes de acción que no tienen porqué ser sus-
titutivos de planes de acción autonómicos sino com-
plementarios. Porque, probablemente, es más lo que
se puede hacer mejorando lo que ya se está invir-
tiendo en el Marco Comunitario que elaborando
nuevas acciones. Por ejemplo, se están construyendo
o rehabilitando numerosos hospitales. Entonces,
¿porqué no se hace previamente una auditoria ener-
gética y se orientan esas remodelaciones para que
sean más eficientes? No se trata sólo de poner azu-
lejos para que sean sanitariamente más eficientes.
Todas estas cuestiones se pueden mejorar y creo
que en ese sentido también se manifestaban los eva-
luadores independientes en la Evaluación Intermedia.
Queda mucho por hacer, se han conseguido pocos
resultados evaluables con indicadores y, quizá, en ese
sentido los Comités de Seguimiento deberían de
aprobar planes de acción para los próximos dos
años y conseguir algún resultado importante en esta
materia.

Las otras preguntas iban, por un lado sobre el
tema de los fondos regionales de carbono, en cómo
se contempla a nivel nacional una coordinación de
los diferentes fondos de carbono que se puedan cre-
ar. Por lo menos me consta que tres Comunidades
Autónomas están pensando, o tienen muy avanzado,
este tema y aquí lo comentaba Andalucía. Podemos
asistir a una proliferación de fondos de carbono,
teniendo en cuenta que tenemos un límite de un 7%
a nivel estatal y eso hay que considerarlo. En cual-
quier caso, podría contestar el representante de
Andalucía acerca de cómo están contemplando esta



coordinación y si se ha hablado ya de ello en algún
foro.

Por último, no se ha hablado de la potencialidad
de los biocombustibles en el sector del transporte,
teniendo en cuenta, además, que este tipo de com-
bustible puede contribuir de forma muy positiva al
desarrollo rural en zonas donde otro tipo de cultivos
son prácticamente inviables ya sea por cupos, por
otros sistemas de mercado o por la propia PAC. Me
gustaría saber si en la estrategia andaluza se ha con-
templado el tema de los biocombustiles y, en cual-
quier caso, cómo se resolvería uno de los principales
problemas como es el de la propia distribución.Y si
desde la Administración General del Estado ya se ha
llegado a algún tipo de acuerdos con distribuidoras,
con las grandes petroleras, para que en todos los
surtidores haya siempre uno de biocombustibles.

SR. D. JOSÉ ÁLVAREZ DÍAZ

DIRECCIÓN GENERAL DE CALIDAD Y EVALUACIÓN AMBIENTAL

Ministerio de Medio Ambiente

En relación con la primera parte de sus preguntas,
tomamos nota para dar traslado de ellas al Secreta-
rio General. En relación con la primera cuestión que
planteaba, efectivamente creo que para los miem-
bros de la Red de Autoridades Ambientales se plan-
tea y pone en marcha todo un proceso para la nue-
va programación de la política de cohesión 2007 -
2013 donde ya están sobre la Mesa los borradores,
las propuestas de Reglamento que ha presentado la
Comisión Europea el pasado 14 de julio de 2004.
Son consecuencia de las nuevas perspectivas finan-
cieras para ese período y donde, además, se insiste
en la necesidad, en la exigencia, de integrar el medio
ambiente en todas las acciones que van a cofinanciar
estos Fondos.

En el presente período 2000 - 2006, como los
miembros de la Red aquí presentes saben, se ha
hecho ya ese esfuerzo de integrar medio ambiente
en la definición de la planificación y programación.
Ahora, hay que decir que, en los aspectos de desa-
rrollo sostenible y medio ambiente, los nuevos Regla-
mentos refuerzan la integración. Por ejemplo, un Fon-
do como el Fondo de cohesión, destinado al 50% a
infraestructuras de transporte y a medio ambiente,
añade ahora un tercer pilar destinado a acciones en
materia de eficiencia energética, energías renovables,

57

transportes limpio, transporte por ferrocarril, nave-
gación de corta distancia, etc. Es decir, lo que se esta-
blece en el Libro Blanco de Transportes. Por lo tan-
to, va a haber financiación directa desde un Fondo,
como es el Fondo de cohesión, pero también a tra-
vés de los demás Fondos. Especialmente del Fondo
Europeo de Desarrollo Regional (FEDER), que tam-
bién contempla acciones relacionadas con el cambio
climático.

Se decía también esta mañana, y es importante
resaltarlo, que va a haber financiación directa. Efecti-
vamente, coincido con el planteamiento de la pre-
gunta de que es necesario dar esa transversalidad a
todas las acciones de las demandas políticas secto-
riales para que tengan en cuenta que esas actuacio-
nes sean respetuosas con el medio ambiente.Y que
al integrar la política y la normativa ambiental inte-
gren también, cómo no, todo lo relacionado con el
cambio climático. Creo que ese es un reto en que
todos tendremos que hacer un esfuerzo. Mañana lo
vamos a abordar en la Reunión plenaria de la Red de
Autoridades Ambientales y ahí vamos a iniciar el
ejercicio de prepararnos para la definición del nuevo
período 2007 - 2013. Para responder a las otras dos
cuestiones, paso la palabra al D. Antonio Llaguno,
Secretario General de Políticas Ambientales de la
Junta de Andalucía.

S. D.ANTONIO LLAGUNO ROJAS

SECRETARIO GENERAL DE POLÍTICAS AMBIENTALES

Junta de Andalucía

Respondo puntualmente a la pregunta sobre el foro
andaluz de carbono. Antes he dicho que estamos
estudiando la viabilidad de constituir ese foro y, efec-
tivamente, hay conversaciones de la Dirección Gene-
ral de Prevención y Calidad Ambiental de nuestra
Consejería con la Dirección General del Ministerio
de Medio Ambiente en este sentido. Pero estamos
todavía en un estado muy incipiente de la elabora-
ción de este fondo. De hecho, estamos viendo la via-
bilidad y tenemos algún documento que, quizá, pre-
sentemos en una semana si llegamos a materializar
tal consenso con el Ministerio.

Respecto a los biocombustibles, disponemos de
un grupo de trabajo que está estudiando el tema. Se
encuentra integrado en la Dirección General a la que
ha hecho usted referencia.
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Después de las interesantes intervenciones de esta
mañana, me corresponde hacer una intervención,
rápida aunque con pleno sentido, desde la perspec-
tiva de una Comunidad Autónoma que tiene una
voluntad decidida en afrontar el reto de las políticas
ambientales que va a ser necesario impulsar. No hay
ninguna duda de que las palabras del Secretario
General estaban perfectamente fundamentadas en
materia de medio ambiente, como es el cambio cli-
mático.

Por tanto, voy a hablar del inventario de emisio-
nes de gases de efecto invernadero que se elabora,
desde hace ya una serie de años, en el Gobierno Vas-
co a iniciativa del Departamento de Ordenación del
Territorio y Medio Ambiente, utilizando los recursos
que le proporciona tanto el Ente Vasco de la Energía,
que tiene una participación protagonista en este
documento, como la Sociedad Pública de Gestión
Ambiental del Gobierno Vasco, IHOBE.

Utilizando un símil de fácil comprensión, el
Gobierno Vasco, a través de estos inventarios, adop-
ta el papel del fotógrafo, que tiene afición y quiere
sacar estas fotografías. Tiene una voluntad decidida,
entiende que posee aptitudes para poder hacerlo, y
competencia profesional. Además tiene, como

corresponde a todo artista, el deseo de exponer su
obra, por su responsabilidad institucional. Adicional-
mente, tiene un deseo de compartir con otros artis-
tas el resultado de sus trabajos, con el ánimo, en últi-
ma instancia, de ir mejorando.

Saliendo del símil gráfico, pongo el punto de parti-
da de los inventarios de gases de efecto invernadero
en lo que, para nosotros, constituye el elemento fun-
damental que proporciona soporte a la plataforma de
las políticas ambientales, así vamos a denominarlas, de
última generación en el ámbito del Gobierno Vasco.
Esta plataforma no es otra que la Estrategia Ambien-
tal Vasca de Desarrollo Sostenible, aprobada en Junio
del 2002. Esta estrategia obedece a un mandato legal,
la Ley 3/98 de Protección General del Medio Ambien-
te, que establecía la obligación de elaborar y estable-
cer un Programa Marco ambiental cada 4 años.Apro-
vechando la ocasión en la que el Gobierno Vasco tuvo
que hacer frente a este mandado legal por primera
vez, y fruto de una reflexión de alcance, decidió, al
tiempo que iba dibujando este Programa Marco
ambiental, hacer un ejercicio estratégico con una
envolvente superior y hasta el año 2020. Es la Estrate-
gia Ambiental para el Desarrollo Sostenible, que con-
tiene dos elementos, uno de los cuales hace referen-
cia a las metas ambientales de este documento.

INVENTARIO DE GASES DE
EFECTO INVERNADERO EN

EL PAIS VASCO

SR. D. IÑAKI EZCURRA YURREBASO
VICECONSEJERO DE MEDIO AMBIENTE
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Una de las cinco metas ambientales es, precisa-
mente, la relacionada con la preocupación por el
cambio climático y por las políticas de decidida
reducción de las emisiones de gases de efecto inver-
nadero. De las cinco metas, esta es central. Adicio-
nalmente, la Estrategia contiene también “cinco con-
diciones necesarias” para alcanzar esas metas. Una de
ellas es la integración de las distintas políticas secto-
riales entre las Administraciones, pero también la
integración con agentes sociales y económicos, de
manera que el medio ambiente no sea un aspecto
que se trate de manera separada, sino que se
encuentre en armonía con otras políticas sectoriales
: en una situación de equilibrio. Al servicio de ese
compromiso político, de esa decidida voluntad, el
año pasado el Gobierno Vasco aprobó el Decreto
que regula la Evaluación Estratégica, la evaluación
conjunta de planes y programas. A partir de ese
momento, las distintas políticas sectoriales, evidente-
mente, van a sufrir, si se me permiten la expresión, los
rigores de esa fiscalización ambiental.

La preocupación por los inventarios de emisiones
de gases de efecto invernadero también está relacio-
nada con los instrumentos de medidas al servicio de
aquella Estrategia Ambiental Vasca que acabo de
mencionar y que es la plataforma, el fundamento de
las políticas ambientales que llevamos adelante des-
de el Gobierno Vasco. Es una batería de indicadores
que, para nosotros, son elementos de medida,
corrección y calibración extraordinariamente intere-
santes, además de prestar un servicio de sensibiliza-
ción ciudadana de radical importancia.

Esta misma semana, coincidiendo con la celebra-
ción de PROMA 2004, hemos tenido ocasión de
mostrar, por tercer año consecutivo, los 22 indicado-
res ambientales que sintetizan la situación y las ten-
dencias del medio ambiente en el ámbito de la
Comunidad Autónoma Vasca. Es una satisfacción
comprobar que la sociedad va entendiendo que, con
carácter anual, hay una cita obligada con la informa-
ción ambiental. Una información ambiental que resul-
ta relevante y que muestra, por lo tanto, que la pre-
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ocupación existe. Los inventarios de emisiones de
gases de efecto invernadero forman parte de este
conjunto de indicadores, ofreciendo un apoyo a las
políticas públicas, como elemento de sensibilización,
de inoculación de la preocupación ciudadana.

En este punto me parece extraordinariamente
importante señalar que las distintas Administraciones
con competencia en esta materia y que comparti-
mos esta preocupación, no debemos cometer el
error de enviar a los ciudadanos señales equívocas.
Afortunadamente, he de decir que el nivel de cola-
boración entre el Gobierno Vasco y la Autoridad
Ambiental central, el Ministerio de Medio Ambiente,
que evidentemente también hace sus inventarios de
emisiones, es estrecha. Hay ánimo de construir y
hacer cosas juntos, pero lo cierto es que meses atrás
se han prodigado algunas informaciones que, en el
ámbito de la Comunidad Autónoma Vasca, denota-
ban preocupación porque estaban produciendo una
distorsión poco efectiva y, en última instancia, mala.
Dicha información estaba desorientando a la ciuda-

danía en el sentido de que la Comunidad Autónoma
del País Vasco sería, en el momento en el que se
estaba reuniendo la información, una de las únicas o
la única Comunidad Autónoma que estaría por
debajo de los límites de crecimiento que prevé Kio-
to.

Esto, conforme a nuestros inventarios, no se ajus-
ta a la realidad. Esa discordancia en los mensajes, esa
contrariedad o colisión, estaba provocando un efec-
to absolutamente inoportuno.

Centrado ya en los inventarios, y con objeto de
clarificar las ideas abordadas en la presentación, la
organización ha dispuesto unos CD con documenta-
ción prolija en relación con dichos inventarios y otra
documentación complementaria que estimamos de
interés.

Primero hablaremos del fenómeno del cambio
climático en Euskadi. Aunque, quizá, pueda parecer
un poco pretencioso establecer esta comparación



del cambio climático en Euskadi, ya que el cambio cli-
mático remite a lo global y Euskadi tiene unos 7.000
kilómetros cuadrados de extensión. En la Comuni-
dad Autónoma de Euskadi tenemos que constatar
que, efectivamente, ese cambio se está produciendo.
Las desviaciones en la temperatura nos sitúan, en el
punto final del inventario del 2003 y de los datos dis-
ponibles en 2003, en una situación absolutamente
comparable con lo que está sucediendo en Europa y
que hemos conocido recientemente, es decir, en un
crecimiento de un 0,8 grados centígrados durante el
período considerado.

El inventario de gases de efecto invernadero en la
Comunidad Autónoma de Euskadi es anual. La meto-
dología utilizada es la metodología oficial del Panel
Intergubernamental por el Cambio Climático
(IPCC). Los gases considerados de mayor interés en
el ámbito de la Comunidad Autónoma Vasca son: el
CO2, el metano y los óxidos de nitrógeno, que, uni-
dos, conforman el 98% de los gases de efecto inver-
nadero.
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Las fuentes o procesos – fuente considerados, de
entre los que la metodología oficial establece, son los
relacionados con los siguientes ámbitos: energía,
industria, agricultura y residuos. No se han conside-
rado otros procesos – fuente, como los usos de
disolventes y otros procesos relativos a cambios de
uso del suelo en los bosques, quizá por considerarse
éstos irrelevantes para lo que pudiera ser un motivo
de la preocupación central de la Comunidad Autó-
noma Vasca. Hay que decir también, que la metodo-
logía del inventario 2003 introduce una serie de
cambios con respecto al anteriormente realizado en
el 2002, como, entre otros, el tratamiento de la coge-
neración en distintos sectores o la incorporación de
las nuevas recomendaciones en materia de factores
de emisión de combustibles.

Siguiendo con los aspectos metodológicos, es
preciso mencionar que en el ámbito de energía esta-
mos trabajando a partir de los balances energéticos
que estudia el Ente Vasco de la Energía (EVE). En
materia de producción de asfaltos, la actividad está



concentrada en una instalación, la principal, la única
refinería importante en Euskadi: PETRONOR. La
electricidad importada a partir del “mix” de genera-
ción estatal es el factor estimativo que se utiliza y el
factor de emisión de las termoeléctricas clásicas que
existen en el país al momento presente.

En industria, estamos utilizando el balance de
masas entre las materias primas, es decir, los imputs y
los productos de salida (outputs), en atención tam-
bién al grado de pureza de los productos finales,
manejando valores por defecto del propio Panel.

En materia de transportes, se han tomado los
factores del IPCC para el CH4 (metano) y óxidos de
nitrógeno, y no se consideran, por dificultad de cál-
culo, las emisiones del transporte aéreo ni el maríti-
mo, lo que supone una restricción

Una precisión también interesante, para entender
plenamente lo que contiene nuestro inventario en
materia de transportes, es que se ha considerado el
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combustible expedido (vendido) a vehículos de paso.
Nuestra situación fronteriza con el Francia, y las dife-
rencias en el precio de los combustibles entre los
dos países, hace que los transportistas reposten en
nuestra Comunidad Autónoma.

Siguiendo con los aspectos metodológicos, en mate-
ria de residuos he de señalar que seguimos el método
de aproximación de primer orden del IPCC del año
2000. Los ratios de actividad son similares a los que se
utilizan en Francia, Holanda y Reino Unido para el con-
junto del Estado, y esta información se cruza con datos
empíricos que trabaja el Ente Vasco de la Energía.

En materia de agricultura, los factores de emisión
son propiamente los del IPCC, en concreto, en mate-
ria de óxido de nitrógeno y fertilizantes se han utili-
zado los factores establecidos en el antiguo protoco-
lo y los del año 2000.

A continuación les presento la evolución de los
datos, siempre con respecto al año 1990 que es el



año que nos sirve de referencia. Para el año 2003, en
términos absolutos, las emisiones de gases de efecto
invernadero en el ámbito de la Comunidad Autóno-
ma del País Vasco suman 19,4 millones de toneladas,
donde también se ha analizado la contribución de
cada uno de los gases, lógicamente ponderados en
toneladas de CO2 equivalentes. Se ha desarrollado
un ejercicio de cálculo y de comparación con res-
pecto a la energía eléctrica importada. La relación
entre producción en el ámbito de la Comunidad
Autónoma Vasca y el consumo de energía (tasa de
cobertura) es en torno al 35%, por lo cual el resto
de la energía se computaría como energía eléctrica
importada. En ese caso, estaríamos hablando de 24,1
millones de toneladas, dato que nos servirá para
establecer otra comparación interesante.

Si hacemos un análisis de la afección de los dis-
tintos sectores de actividad a los tres gases conside-
rados, no encontramos sorpresas: Lógicamente, los
procesos de combustión son los responsables funda-
mentalmente en las emisiones de CO2, y por el con-
trario, en el caso del metano son los procesos que
tienen que ver con los residuos y con la agricultura.
En último lugar, los residuos de nitrógeno estarían
más vinculados a la actividad agrícola y a la industria
química.

La evolución sectorial, el comportamiento de los
distintos sectores industriales en relación con el con-
junto de emisiones directas, es decir, aquellos 19,4
millones de toneladas que he mencionado anterior-
mente, muestra el incremento notable del sector
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energético, en el cual se están produciendo unas situa-
ciones oscilantes. La industria destaca precisamente
por lo contrario. Es decir, se ha producido, en compa-
ración con el año 1990, una disminución del 25%. El
transporte emerge como un sector de prioritaria pre-
ocupación, lo que tampoco es una sorpresa. Creo que
a lo largo de esta mañana, y en varias ocasiones, esto
ya se ha comentado. En este sentido, la Comunidad
Autónoma del País Vasco no sería un caso singular, sino
un ejemplo exagerado de en qué medida el transpor-
te, con ese crecimiento del 85%, está contribuyendo a
las emisiones de gases de efecto invernadero.

Si atendemos al reparto de la tarta, que es otra
forma de ver la situación, en términos absolutos del
año 2003, esos 19'4 millones de toneladas se repar-
ten de la siguiente manera. El 25% sería responsabili-
dad de la industria, con 4'8 millones de toneladas
(insisto en que la tendencia con respecto al año
1990 ha sido de una disminución del 25%). Los pro-
cesos que están vinculados con el sector energético,
que tienen un crecimiento del 102%, son responsa-
bles de 5'9 millones de toneladas, lo que supone el
30% del conjunto de la tarta. El transporte, el sector
de principal preocupación, es responsable del 26%
en el reparto de la tarta, con un crecimiento con res-
pecto al año 1990 del 85%.

En cuanto a la eficiencia de la economía vasca y
su relación con el carbono, se destacan los siguientes
aspectos. Comparando el índice de evolución del
Producto Interior Bruto y el índice de evolución de
las emisiones directas de gases de efecto invernade-



ro, podemos observar un valle que se produce en el
entono de los años 1996 al 1998. Valle que está
estrechamente vinculado con el cierre de los Altos
Hornos de Vizcaya. Este dato nos puede dar una
medida también de la sensibilidad de nuestro inven-
tario a unas pocas instalaciones industriales. En la
comparación de estos dos índices, y teniendo en
cuenta emisiones directas e indirectas, se puede
observar un desacoplamiento en relación con el car-
bono en la economía vasca.

Si, utilizando los datos del inventario del 2003,
establecemos una comparativa con el conjunto del
Estado y con la Unión Europea, la situación sería la
siguiente. Nuestro crecimiento es del 28% con res-
pecto al año 1990. Nos encontramos en una situa-
ción de estabilización con respecto al año 2000, lo
que supone una diferencia con respecto al conjunto
de la Unión Europea. Reitero lo comentado ante-
riormente acerca de “mensajes discrepantes” que
pueden resultar dañinos y enturbiar la opinión públi-
ca. Nosotros, atendiendo a nuestros datos, ratifica-
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mos que el porcentaje del 28% de incremento es el
dato de referencia.

Como conclusión, y voy a retornar al símil del
fotógrafo, tenemos la vocación decidida de continuar
con las labores de inventario de los gases de efecto
invernadero. Evidentemente, en un proceso de mejo-
ra continua, es necesaria la coordinación de meto-
dologías de inventariado y entre las distintas Admi-
nistraciones competentes.

Creo que existe una buena sintonía entre el
Ministerio de Medio Ambiente y la Comunidad
Autónoma del País Vasco, fundamental para la trans-
parencia de los inventarios y la comunicación públi-
ca. El Gobierno Vasco tiene ese compromiso con su
sociedad de referencia ya que, por tercer año conse-
cutivo, publicamos sin restricción los indicadores de
situación y de tendencia del medio ambiente.

Quisiera comentar con el Secretario General
para la Prevención de la Contaminación y el Cambio



Climático algo que nos preocupa y que pensamos es
un hecho de interés para las Comunidades Autóno-
mas.Tema que esta semana, aprovechando una reu-
nión mantenida en distintos Gobiernos regionales
que estamos asociados en una red fundada en Johan-
nesburgo, hemos venido trabajando junto con otras
Comunidades Autónomas españolas. Me refiero a
una idea que encierra la Directiva y que, en su trans-
posición, el Real Decreto quizá no ha recogido de la
manera que nosotros quisiéramos para poder seguir
trabajando. Tiene que ver con los artículos 24, con-
clusión y 28, de grouping o de agrupación de instala-
ciones. Hay una iniciativa muy interesante del
Gobierno de la región italiana de Toscana que pre-
tende procurar una mayor eficiencia, basándose en la
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evidencia de que los Gobiernos Regionales son com-
petentes en la mayoría de los sectores de entidad
difusos. Se abre, así, un mundo de posibilidades para
trabajar con estos sectores. En este sentido, disponer
de elementos de medición propios es algo extraor-
dinariamente necesario. Creo que tenemos una línea
de trabajo interesante, y que el Ministerio de Medio
Ambiente tiene una posición de apertura.

Por tanto, quisiera terminar mis palabras animan-
do a aquellos que hasta la fecha no hubieran dedica-
do su esfuerzo a la realización de inventarios, desta-
cando su extraordinario interés para la fijación de
políticas, y, sobre todo, para la sensibilización ciuda-
dana.



Es una gran satisfacción y un honor representar la
opinión de ACLIMA, como asociación de industrias
de medio ambiente del País Vasco. ACLIMA es una
asociación del Cluster de Industrias del Medio
Ambiente de Euskadi, creada según el modelo de
Porter (*), que se desarrolla basando la mejora de la
competitividad en la mejora ambiental. ACLIMA es
una asociación empresarial particular con una doble
vertiente: por una parte, la mejora de la competitivi-
dad de la propia industria vasca y, como línea funda-
mental de trabajo, la promoción de la mejora medio-
ambiental. Entre sus objetivos básicos se encuentra
convertirse en un referente ambiental, además de
participar en el desarrollo normativo que favorezca
esta situación de mejora ambiental.

Otra característica de ACLIMA es la gran diversi-
dad de asociados, con empresas industriales y pro-
ductoras, recicladoras, gestoras de residuos y consul-
toras, con lo cual hay intereses que en algún
momento pueden considerarse divergentes. La posi-
ción básica de ACLIMA es impulsar la competitividad
de la gestión medioambiental y del desarrollo soste-
nible, en la faceta social. De manera que su objetivo
final, tal como nosotros lo estamos definiendo, es que
el desarrollo medioambiental y la responsabilidad
social también afectan a la competitividad positiva-
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mente. Por lo tanto, a nosotros nos gusta hablar de
“responsabilidad rentable”.

En este campo del comercio de gases de efecto
invernadero, ACLIMA se enmarca a través del desa-
rrollo sostenible, que cuenta con una Estrategia Vas-
ca de 2002 a 2020. Adicionalmente, nos mueve la
responsabilidad corporativa, que pronto quedará
legislada. Entendemos que el modelo de desarrollo
sostenible debe producir cambios profundos en la
sociedad, tiene que cambiar el modo de desarrollo,
la forma de vida, el uso de la energía, el desacopla-
miento con el desarrollo económico, etc. Es impor-
tante trabajar en términos de eficiencia energética y,
en el campo de la industria, evidentemente, en las
tecnologías limpias.

El marco de declaración y asignación ha sido per-
fectamente explicado esta mañana mediante exposi-
ciones de un nivel muy alto y con las que estoy ple-
namente de acuerdo, cosa que no suele ocurrir con
frecuencia en este tipo de jornadas en las que parti-
cipamos empresas industriales o de carácter econó-
mico junto con instituciones públicas.

Paso a abordar el efecto de la Directiva
2003/87/CE sobre Comercio de Emisiones en Eus-

LA INDUSTRIA VASCA ANTE
EL COMERCIO DE EMISIONES

SR. D. NICOLÁS GAMINDE ALIX
VICEPRESIDENTE DE LA ASOCIACIÓN

DEL CLÚSTER DE INDUSTRIAS DE MEDIO AMBIENTE

(ACLIMA) DEL PAÍS VASCO

Director General de CEMENTOS LEMONA



kadi, ya que el Plan Nacional de Asignación de Espa-
ña ha sido suficientemente explicado. Si en España
los seis sectores afectados suponen el 40% del total,
en Euskadi tenemos 60 empresas con 71 instalacio-
nes, entre las que existen algunas singulares. En side-
rurgia estamos en un 39%, en refino de petróleo en
un 17%, en cemento tenemos un 5% y en energía lo
estimamos en un 4%, aunque este último es un dato
cambiante y difícil de evaluar adecuadamente.

Se han realizado serias actuaciones previas a tra-
vés de la industria vasca. Si consideramos la variación
entre el año 1990 y 2001, comprobamos que las
emisiones derivadas de la política energética han cre-
cido en Euskadi en un 75%, y en toda España el 33%;
que la intensidad energética ha descendido el 9%
mientras que en España ha crecido un 12%.Toda esta
evolución se encuentra enmarcada en la Estrategia
Vasca que se ha mencionado antes. Es muy impor-
tante la línea de trabajo de los Acuerdos Voluntarios
entre la Administración y las empresas, de los que se
han firmado ya ocho acuerdos con distintos sectores,
entre los cuales se cuentan varios afectados por esta
Directiva. Existe una Estrategia Energética 2004-
2010, a partir de la cual se está desarrollando un Plan
Director de transporte sostenible, un Plan de efi-
ciencia energética en vivienda 2002-2005 y, como
acabamos de ver, el Inventario de Emisiones que
constituye una aportación interesante.

Si consideramos las emisiones sectoriales en
toneladas de CO2, por tonelada de producto referi-
das al año 2002, hay una diferencias, en algunos casos
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significativa, entre la Comunidad Autónoma Vasca y el
resto de España. En refino, la diferencia es de un 9%;
en siderúrgica es donde es más llamativa (42%); en
cemento es un 2% y en el vidrio un 4%, De manera
que, en todos los sectores considerados, Euskadi se
encuentra por debajo de las emisiones específicas
por unidad de producto.

En cuanto a la opinión que desde la industria vas-
ca tenemos del desarrollo del Plan Nacional de Asig-
naciones, consideramos como principal aspecto posi-
tivo su tratamiento como problema de Estado, no
como problema de un gobierno. Es un problema de
Estado que nos debe afectar a todos y por el que
todos debemos trabajar. Supone una apuesta por
Kioto, cuando todavía no se sabía si iba a ser apro-
bado: incluye la planificación de gas y electricidad, así
como el fomento de las renovables con un 12%.
Existe la estrategia E-4, que considera la incorpora-
ción de ciudadanos, también la importancia notable
a la cooperación, etc.

En cuanto a competitividad y empleo, que tanto
nos preocupa a los industriales, han manifestado
siempre, en todas las declaraciones que están hacien-
do, todas las autoridades, que existe un claro propó-
sito de que no haya una pérdida de competitividad
para las empresas. A pesar de la existencia de algu-
nos aspectos negativos, consideramos que alguna
ventaja competitiva se va a producir, derivada princi-
palmente de ese 15% que puede crecer España, cre-
cimiento que ha superado.



Consideramos que podría ocurrir en algunos sec-
tores una paradoja: que se produzcan importaciones
de productos de países terceros que tienen una peor
eficiencia energética medioambiental y que, además,
añaden las emisiones derivadas del transporte, con
lo cual conseguiríamos perder competitividad con un
efecto negativo global medioambiental mayor que el
anterior. Es preocupante también esa diferente asig-
nación de derechos de las mismas industrias frente a
otros países europeos. Consideramos que el papel
de las autonomías, por el momento, es reducido,
pudiendo servir de orientación o de ejemplo el caso
de Bélgica, en la que se han considerado sus tres
zonas de Bruselas,Valonia y Flandes, y no se tienen en
cuenta directamente las mejores técnicas disponi-
bles, no se reconocen las acciones tempranas, apli-
cando las emisiones históricas.

Puede ocurrir que haya empresas eficientes que
tengan que comprar derechos a empresas ineficien-
tes, lo cual es otra paradoja que no debería produ-
cirse. La impresión general es que la cogeneración
está insuficientemente regulada por el momento.
Adicionalmente, existe una indefinición de los no
sometidos a la Directiva, sigue habiendo una incerti-
dumbre, y esto sí que preocupa de forma notable.
Sobre los precios de energía eléctrica, sobre todo, no
está muy claro qué ocurrirá en el siguiente período,
pasado el transitorio.

Si consideramos la posición por sectores, real-
mente en varios de ellos la posición es parecida. En
la siderúrgica les preocupa el no reconocimiento de
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su reducción anterior, que ha sido importantísima,
entre una asignación del 97% de lo solicitado, cuan-
do el promedio en Europa es de 98,5%, lo cual supo-
ne una diferencia notable. Sigue habiendo incerti-
dumbre sobre el reparto por empresas y considera
que es muy importante que se mantengan las tarifas
eléctricas mientras el mercado no sea realmente
liberalizado.

El sector del papel también considera que no se
reconoce su reducción anterior, que ha sido también
fuerte. Considera que no se trata suficientemente
bien la cogeneración, y, teniendo en cuenta que es un
mercado global, al tener una diferente asignación con
otros países de la Unión Europea, consideran que
perderán competitividad, y siguen teniendo la incer-
tidumbre del período siguiente.

El sector del vidrio repite las mismas preocupa-
ciones e incide sobre algún aspecto específico, como
es la pérdida de competitividad frente a otros mate-
riales: es el caso del envase contra el aluminio y el
plástico, que no están sujetos; la hoja de vidrio con el
plástico; y en el campo de la lana, con otros aislantes
térmicos. Considera asimismo insuficientemente tra-
tada la emisión del proceso. Por lo tanto, opinan que
su asignación no ha sido suficiente.

La industria del refino considera también que la
asignación se queda algo corta, y tiene en cuenta que
es un mercado global, con el cual esperan que irre-
mediablemente perderán alguna competitividad.
Consideran que se deberían haber tenido más en



cuenta las acciones tempranas que ya han realizado
y tienen en preparación un pool unitario en el caso
de la única empresa vasca que es PETRONOR, así
como un pool entre distintas empresas del grupo
REPSOL YPF.

Hay dos sectores que son singulares por motivos
distintos.

Uno es el cemento, que tiene una característica
especial por las grandes emisiones derivadas del pro-
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ceso y porque debido a su condición de producto
masivo y barato está expuesto a una pérdida de
competitividad por productos de importación de
terceros países. De esa manera, el sector cemento
considera que las asignaciones son insuficientes y que
significan un corte drástico. De alguna manera, este
efecto es el que pretendía la Directiva, pero enten-
demos que no ha sido un efecto homogéneo ni
simétrico, sino que el sector cemento, en concreto,
ha recibido el impacto más fuerte. Consideramos
que sobre 30’8 millones de toneladas que serían



necesarias, asignan 28’3, lo cual significa un 93'4%,
que es un porcentaje bastante más reducido que el
de otros sectores, considerando que un 66% de emi-
sión no se puede reducir.

En cuanto a eficiencia energética, la reducción es
muy difícil porque se dispone ya de una tecnología
muy avanzada. No es fácil pasar del 2% de reducción,
y se necesitaría un 6'6%. Se considera, por tanto, que
se exige un esfuerzo inviable. Sí existe la posibilidad
de crear un pool que facilite de alguna manera la ges-
tión. Por otra parte, parece muy importante una
transferencia de derechos de emisión de vertederos
de residuos (han crecido en España las emisiones de
los vertederos el 79%. Es uno de los focos de emi-
sión que más han crecido).

También es importante el uso que se haga de la
biomasa. Se considera que el uso de 0'3 millones de
toneladas de biomasa, (el de los efectos de no emi-
siones en vertederos y efectos de sustitución de
otros combustibles y demás), equivaldría a una
reducción de un millón de toneladas de C02. Se con-
sidera que el tratamiento en emisión específica es
peor en España que en el resto de los países euro-
peos que ya tienen hecho su Plan de Asignación.
Destaca el Reino Unido, que tiene 839 kilos de CO2

por tonelada de cemento, mientras que en España la
asignación actual es de 643, lo que supone una dife-
rencia llamativa.

En términos de eficiencia, actualmente la industria
del cemento en Euskadi se encuentra por encima de
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los niveles europeos. Finalmente, se considera que la
necesidad de asignación es menor, que el uso de
alternativos en España no se ha conseguido, que se
han realizado grandes inversiones de mejora y que
se considera necesario este cambio legislativo de
vertederos.

Considerando las actuaciones que puede desa-
rrollar el Gobierno Vasco, sería deseable un apoyo
decidido al uso de biomasa y un apoyo para la utili-
zación de residuos peligrosos o no peligrosos (aun-
que cabría incluir los peligrosos también, y la medi-
ción de control de las emisiones, que en algunos
sectores son más difíciles que en otros, ya que pue-
de haber diferencia según la metodología siguiendo
la guía europea de hasta el 5%). Esto parece que es
bastante a tener en cuenta. Finalmente, aparece el
aspecto de la medición del contenido en biomasa de
los productos. Por ejemplo, en los neumáticos fuera
de uso, que tienen una cantidad variable de biomasa
procedente del caucho natural.

Otro sector singular, por muchos motivos, es el
de la energía. Es el que mayores emisiones tiene den-
tro de los sectores afectados por la Directiva y es un
sector que, en función de sus actuaciones, puede lle-
gar a afectar a sus costos y a las tarifas eléctricas (lo
cual volvería a rebotar sobre todos los demás secto-
res y sobre la ciudadanía en general). Por lo tanto, el
Plan Nacional de Asignaciones le pide al sector ener-
gético un mayor esfuerzo que a otros sectores. Prin-
cipalmente porque tiene un potencial de reducción
claro y porque, en este momento, España continúa



siendo una isla energética, ya que la conexión con
Francia es insignificante en relación con el consumo
español.

Así como en otros sectores el Plan Nacional de
Asignaciones puede significar un incremento de un
13%, lo que está planificado para el sector de la ener-
gía es una reducción del 10%. Es decir, es el único
sector en el que se espera que haya una reducción
que se pretende llevar a cabo a través de la mejora
de rendimientos, o a través de la sustitución de cen-
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trales antiguas de carbón por centrales de ciclo com-
binado de gas.

Debido a las circunstancias especiales del sector
energético, que aún no se encuentra completamen-
te liberalizado, el Plan Nacional de Asignaciones no
autoriza la constitución de un pool. Se le reconoce el
esfuerzo inversor, de manera que las centrales en
construcción que entran en operación después del
30 de septiembre pasado, sí serán consideradas
como instalaciones existentes. Están pendientes de



definición los criterios detallados de reparto en las
instalaciones, pues es algo que va a producirse a fina-
les de noviembre de 2004, lo que inquieta a bastan-
tes empresas o instalaciones de generación.

A diferencia de otros países, España tiene capaci-
dad de reducción de emisiones porque hay un
importante plan de sustitución de plantas de genera-
ción basada principalmente en la sustitución del car-
bón. El sector eléctrico puede llegar a conseguir que
se alimente a la demanda con el 36% más de pro-
ducción pero con un 11% menos de emisiones, lo
cual se ha constatado en los estudios realizados.Ade-
más, la industria vasca de generación eléctrica, enca-
bezada por Iberdrola, lo ha estudiado con profundi-
dad.

Consideramos importante la internalización del
coste medioambiental porque incentiva el régimen
especial de la ley del mercado, así como la entrada
de nuevos inversores. Con ello, se envían señales al
ahorro, se facilita el cumplimiento del compromiso
medioambiental y, desde luego, se impulsan en gran
medida la investigación y desarrollo.

La propuesta de Iberdrola, a la que se suman las
otras dos empresas vascas de generación, se basa en
que la asignación de derechos corresponde a una
compensación económica que debe tener en cuen-
ta la aportación que cada agente hace en relación
con los objetivos que se buscan, y debe estar rela-
cionado con el esfuerzo inversor realizado en curso.
Según la citada propuesta, el balance de producción
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debe responder a la planificación de la Administra-
ción a través de las inversiones en tecnologías más
eficientes, y se debe apoyar a las instalaciones que
posibiliten la reducción de emisiones y faciliten la
seguridad del suministro, penalizando, en cambio, a
las instalaciones obsoletas e ineficientes. En definitiva,
estas consideraciones son las que difieren del plante-
amiento del conjunto del sector eléctrico.

Finalmente, hablaré de cómo vemos desde ACLI-
MA la actuación futura, o a partir de ahora, de la
industria vasca. Está previsto que se produzca un
déficit anual de 940.000 toneladas de derechos de
CO2, lo que tiene una influencia considerable. Se está
trabajando, y se seguirá trabajando cada vez con más
intensidad, en la mejora de la eficiencia energética y
en la mejora de los procesos. Se producirán también
cambios en las materias primas que mejoren la situa-
ción. Y parece muy claro que habrá que adquirir
derechos.

La alternativa a la adquisición de derechos es la
utilización de Mecanismos de Desarrollo Limpio
(MDLs). Este es un aspecto cambiante que va a tra-
tar de regular la denominada Directiva Linking, que va
a ser aprobada próximamente y que deberán cum-
plir todos los Estados Miembros a los doce meses de
su entrada en vigor. Los mecanismos a utilizar son los
de aplicación conjunta, con aplicación en países que
conforman el anexo I de la Convención Marco de la
ONU, y los mecanismos del desarrollo limpio, de
aplicación en países en vías de desarrollo que no
sean parte de la Convención Marco de la ONU.Tan-



to los mecanismos de aplicación conjunta como los
de desarrollo limpio dan lugar a unos certificados de
unidades de reducción de emisiones o reducciones
certificadas, convirtiéndose todas ellas en derechos
de emisión. Esta forma de adquisición de derechos
de emisión pueden tener unos precios de, aproxi-
madamente el 50% de los que se pueden obtener en
la bolsa de derechos. En relación con esto, como ya
se ha comentado, hay un programa del Gobierno
Vasco para estudiar la viabilidad de la creación de un
Fondo Vasco de Emisiones.

En definitiva, a través de esta visión global de
ACLIMA, y a través de nuestra experiencia con dis-
tintos tipos de industrias inmersas en la Directiva,
consideramos que esta Directiva supone una ame-
naza y un reto, pero también ofrece oportunidades.
Evidentemente, hay una capacidad de respuesta que
puede ser rápida y eficiente y estamos previendo una
actuación conjunta con el Gobierno Vasco, que ya se
ha iniciado con la presentación de solicitudes de
derechos de emisión.

Consideramos que, a través de la evolución que
puede suponer la incorporación de Rusia al Proto-
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colo de Kioto y su entrada en vigor en febrero de
2005, van a cambiar las condiciones. Antes del 2008
se debería modificar esta Directiva y, finalmente, lo
que es más importante dentro de la mejora pro-
puesta debería fomentarse el impulso de la biomasa
y la transferencia de derechos en vertederos.

Para finalizar, es necesario recordar una frase de
Domingo Jiménez Beltrán en la que, hace unos cua-
tro meses, señalaba la necesidad de clarificar que Kio-
to no es una amenaza sino una oportunidad. Este es
el camino que, desde la ecoindustria vasca, para la
que ACLIMA pretende ser un referente, tratamos de
recorrer entre todos.

(*) Michael E. Porter. Universidad de Harvard. Experto en
economía local. Consultor para el País Vasco en creación de
redes de empresas (clústers) que compiten, pero también
cooperan en una determinada actividad en busca de compe-
titividad estratégica. Ha actuado reorganizando los sectores
de la construcción naval, tecnologías de la información, elec-
trodoméstico y máquina herramienta del País Vasco. Porter es
considerado como uno de los responsables del relanzamien-
to de la economía de la Comunidad Autónoma Vasca en los
últimos años.



COLOQUIO SOBRE EL
SEGUNDO GRUPO DE PONENCIAS6.



SR. D. JUAN CARLOS MORENO

DIRECTOR DEL MEDIO NATURAL

Gobierno de Canarias

Desearía preguntar a D. Nicolás Gaminde en qué
aspectos están trabajando en cuanto a las medidas
fiscales que tenga que ver y que puedan beneficiar
indirectamente a las empresas que apliquen estas
medidas de corrección y que se aproximen al obje-
tivo de Kioto.

SR. D. NICOLÁS GAMINDE ALIX

ACLIMA

Sí que es una pregunta interesante.

En el País Vasco, una peculiaridad es que la fiscali-
dad la llevan las Diputaciones Forales, los territorios
históricos. Sabemos que están trabajando en esa
línea, pero hasta el momento no sabemos muy cla-
ramente hacia donde van a ir. Creo que, además, y
está ocurriendo en general con toda la fiscalidad, se
están estudiando y buscando medidas y mecanismos
que favorezcan el desarrollo sostenible, no sólo del
comercio de emisiones. Pero creo que, por el
momento, lo que sí se está pensando es que haya
unas claras exenciones para I+D+I y para mejoras
de eficiencia energética. Creo que por ahora no hay
pensados más incentivos fiscales o más políticas fis-
cales. Parece que esto es algo que se quiere desa-
rrollar de una forma más global de aquí a probable-
mente dos años, de manera que se tenga en cuenta
todo lo que supone las políticas de desarrollo soste-
nible.
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SR. D. IÑAKI ESCURRA YURREBASO

DEPARTAMENTO DE ORDENACIÓN DEL TERRITORIO Y MEDIO

AMBIENTE

Gobierno Vasco

Desearía hacer un breve apunte, como responsable
de la Administración.

Visto que el motivo de preocupación era la fisca-
lidad, haciendo uso de las palabras de Nicolás
Gaminde, la Comunidad Autónoma del País Vasco
tiene, efectivamente, la singularidad fiscal del control
económico. Precisamente, aprovechando esa palanca
que nos proporciona dicha situación ya desde el año
pasado hemos puesto en marcha, de común acuer-
do el Gobierno Vasco y las Diputaciones Forales que
en última instancia son las administraciones compe-
tentes en la materia, lo que llamamos “Listado vasco
de tecnologías limpia”.

Es un instrumento elaborado en el Gobierno Vas-
co a partir del cual las tres Diputaciones Forales vie-
nen a acomodar los instrumentos de deducción del
impuesto de sociedades anónimas, de forma que,
por una parte, han incrementado la base de deduc-
ción que anteriormente era de un 15% a un 30%.Y
la concentran precisamente en aquellas tecnologías
que, desde el Gobierno Vasco, se considera que son
las tecnologías de referencia. Las tecnologías que
desde el punto de vista ambiental habría que aten-
der. Estamos en este momento en un proceso de
reconsideración del instrumento. Tenemos ya la
experiencia de un año y aquí puedo decir que es un
instrumento que no ha resultado anodino. Las
empresas han entendido la señal claramente y bue-
na muestra de ello es que, sin entrar aquí en detalles,
algunas industrias importantes del País Vasco han
condicionado una parte de su política inversora pre-
cisamente en atención a esta nueva orientación.



ACTO DE CLAUSURA 7.

Mesa del acto de clausura. El Director General de Calidad y Evaluación Ambiental del Ministerio de Medio Ambiente, Jaime Alejandre
Martínez (izda.) y el Director General de Planificación, Participación y Control Ambiental del Departamento de Medio Ambiente y
Ordenación del Territorio del Gobierno Vasco, Alberto Jiménez de Aberasturi Corta (dcha.).



SR. D.ALBERTO JIMÉNEZ
DE ABERASTURI CORTA (*)

DIRECTOR GENERAL DE PLANIFICACIÓN,
PARTICIPACIÓN Y CONTROL AMBIENTAL

DEPARTAMENTO DE ORDENACIÓN DEL TERRITORIO

Y MEDIO AMBIENTE

Gobierno Vasco

(*) Trascripción literal de las palabras pronunciadas en el Acto de Clausura

Para clausurar estas Jornadas lo que quisiera prime-
ro es agradecer a todos los presentes la atención y
la dedicación que han mantenido a lo largo de la
sesión. En una clausura se puede hacer dos tipos de
matizaciones : una es hacer una síntesis de todo lo
que se ha venido hablando antes. Otra es hacer con-
trapunto de todo lo que ha venido a ser antes. Yo
estimo que el público aquí está suficientemente for-
mado como para hacer cada uno su propia síntesis,
por lo cual voy, de alguna manera, a reabrir el deba-
te porque creo que el tema del cambio climático no
se agota aquí.Y lo quiero hacer señalando tres dudas
importantes.

La primera duda importante de todo este proce-
so es que si la primera potencia económica del mun-
do no ha ratificado, ni tiene, por lo menos, intencio-
nes de ratificar el Protocolo de Kioto, esto incide o
genera dentro del proceso una duda razonable.
Máxime cuando podemos decir que es el sitio don-
de, incluso con fondos federales, se financian los prin-
cipales institutos que investigan el cambio climático.Y
no estoy hablando para expertos, sino para el públi-
co en general.

La segunda duda que existe en este proceso es la
vía elegida por la Unión Europea. La Unión Europea
ha optado por un sistema moderno, la Directiva de
comercio de emisiones, pero ha añadido un alto con-
tenido técnico a la discusión del Protocolo de Kioto
y a la discusión del cambio climático. En mi opinión,
ha tendido a alejar el resultado último de lo que es
la propia Directiva de la sensibilidad de la población
en general, a la que, en reiteradas ocasiones, como
esta misma mañana, se ha exigido un cambio de
modelo o el cambio de hábitos.

Y en tercer lugar, y un poco pasando examen a
todas nuestras actuaciones, entiendo que no se per-
cibe en el terreno económico una respuesta clara y
decidida en cuanto a responder a lo que llamamos
“reto insoslayable”. Es decir, que hay muchos objeti-
vos que se plantean como una situación grave, pero
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ni en el sector público, en cuanto a la transformación
presupuestaria de lo que habría que hacer si, efecti-
vamente, estamos en un reto insoslayable al que
tenemos que atender necesariamente, ni tampoco
en el sector privado, se han tomado las medidas eco-
nómicas presupuestarias y económicas para afrontar
decididamente el tema del cambio climático.

Tema que, además, es más importante aún si
tenemos en cuenta que hay voces, y en las reuniones
que hemos tenido en los últimos días se señalaba
que lo que nos parece como una meta inalcanzable
o un auténtico reto, que muy bien ha liderado la
Unión Europa, es un movimiento que, de acuerdo
con muchos expertos, resulta insuficiente para dete-
ner la evolución del cambio climático en el futuro.

Por eso, las dudas razonables reabren un debate
a una hora a la que no se debería reabrir. Con visión
de futuro pregunto, ¿realmente nos creemos todo
esto? Es decir, ¿realmente nos creemos que vamos a
poner todos los medios públicos y privados para
detener el continuo incremento de emisiones de
gases de efecto invernadero?. La segunda pregunta
que traslado es ¿hemos sido capaces de trasladar a la
población la gravedad de la situación climática y la
magnitud del esfuerzo que tenemos que hacer?. Por-
que, de cualquier manera, si algún político o algún
gestor tiene que incidir en la sociedad para cambiar
de modelo, deberá explicar muy racionalmente y
muy claramente cual es el esfuerzo que se exige a la
sociedad.

Y, sin más, creo que la vía emprendida por la
Unión Europea y seguida por todos los Estados
miembros, es una vía valiente. Se ha reconocido su
liderazgo y estoy muy de acuerdo también con las
palabras de Nicolás Gaminde o con lo señalado por
Gonzalo Delacámara. Es decir, que el reto de intro-
ducir dentro del quehacer diario económico las
implicaciones del cambio climático, el desafío de
internalizarlo verdaderamente y luchar creyendo en
el tema, representa una oportunidad importante con
respecto a nuestros competidores.

SR. D. JAIME ALEJANDRE MARTÍNEZ (*)
DIRECTOR GENERAL DE CALIDAD Y EVALUACIÓN AMBIENTAL

Ministerio de Medio Ambiente

(*) Trascripción literal de las palabras pronunciadas en el Acto de Clausura

Quiero, en primer lugar, agradecer al Gobierno Vas-
co su hospitalidad, y a todos los participantes su



asistencia a esta Jornada Temática sobre el Plan
Nacional de Asignación de Derechos de Emisiones
en Europa que, así lo creo, ha ido al núcleo mismo
de lo que nos reúne aquí que es el medio ambien-
te. El medio ambiente se basa, fundamentalmente,
en la transversalidad, y no en lo sectorial. Creo que
aquí hemos visto la amplitud del ámbito de enten-
dimiento de la realidad que es y debe ser diversa.
Con lo cual, incardina con las personas que defen-
demos políticas progresistas, que deben ser políti-
cas de cambio, excepto en el cambio climático con-
tra el que estamos porque tiene un factor
provocado por el hombre indebidamente.

Lo fundamental es esa transversalidad. La integra-
lidad en un concepto más amplio del entendimiento
de la realidad. Por ejemplo, con la intervención sobre
competitividad y productividad que yo creo que ha
sido tremendamente clara y muy importante para
nosotros. Lo enlazaría con un comentario de la últi-
ma intervención sobre responsabilidad rentable.
Entendemos que, precisamente, esa amplitud de
entendimiento de la realidad debe llevar a hacer el
análisis de coste-beneficio más amplio y que la ren-
tabilidad no debe verse solamente desde el punto de
vista económico. Suelo dar un ejemplo, para salirnos
un poco del cambio climático o de posiciones algo
teóricas, con algunos datos más empíricos, como es
el de los 32.000 muertos al año que se producen en
Europa por motivo de riesgo laboral, por exposición
a sustancias cancerígenas, o los 7 millones de enfer-
mos o bajas laborales que hay precisamente con
contacto con estas sustancias en los puestos de tra-
bajo. Quiero decir, que ninguna empresa puede
hablar de competitividad o productividad permitién-
dose 7 millones de bajas laborales.

Por otro lado, creo que algo muy importante para
nosotros es ver que este cambio no sabemos si vie-
ne de la sociedad a los sectores o de los sectores a
la sociedad. Creo que estamos viendo nuevas con-
ductas en ciudadanos, ciudadanos más formados,
más informados y más responsables. Suelo citar el
anuncio que sale en prensa a todo color, a carísima
página completa, y que reza: “objetivo cero emisio-
nes”. Hay que leer la letra pequeña para descubrir
que el anuncio se refiere a un coche.

Quiere decirse que hay un nuevo consumidor. Un
nuevo ciudadano que tiene otras pautas de conduc-
ta, de comportamiento y de consumo, que se preo-
cupa por las emisiones que tenga un vehículo a la
hora de comprarlo. Hay empresarias y empresarios
con nuevas conductas que han descubierto que las
deslocalizaciones por motivos ambientales son una
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falsedad. No conozco un sólo motivo de deslocaliza-
ción industrial por motivos estrictamente ambienta-
les. La conozco, tal vez, por motivos salariales, por
motivos de costes asociados a la Seguridad Social de
los trabajadores, por motivos de ayuda a la inversión,
pero no por motivos ambientales. Y esos empresa-
rios están descubriendo, como citaba el ponente que
representaba a la industria vasca, que las regulaciones
ambientales son una oportunidad y no una amenaza.

También hay un cambio en las administraciones
que hemos descubierto la necesidad de esa inte-
gralidad, de buscar la cooperación, el consenso y la
coordinación, como citaba el Viceconsejero de
Medio Ambiente del Gobierno Vasco. Porque
entendemos que, para nosotros, sostenible se ha
acabado convirtiendo en algunos discursos como el
típico adjetivo que se lo pones a cualquier cosa y la
mejoras aunque no tenga nada detrás. Entendemos
que sostenible tiene detrás todo lo que ha citado
esta mañana el Secretario General sobre el cambio
climático.También en el concepto de que entende-
mos que los residuos no pueden seguir siendo resi-
duos y deben ser recursos. De manera que hay
incluso que superar esa idea de ciclo de vida de la
cuna a la tumba: no, es de la cuna a la cuna porque
todo residuo debe acabar convirtiéndose en un
recurso.

Creemos en los principios de prevención con
ayudas públicas, de precaución, de apoyo a la insti-
tución, para lo cual tendremos que apoyar desde las
instituciones públicas la investigación, el desarrollo y
la innovación. Cuestión que se ha visto en los últi-
mos Presupuestos Generales del Estado, aunque
están todavía en tramitación, con un importante
incremento de las dotaciones, por ejemplo, ministe-
riales. El Ministerio de Medio Ambiente, con 10,9
millones de euros para la investigación, desarrollo e
innovación. En políticas de flexibilidad, como hemos
visto en el programa "A.G.U.A." del Ministerio que
sustituye una actuación, digamos decimonónica,
como puede ser un trasvase que por definición es
inflexible, por otras soluciones mucho más amplias,
más flexibles, más acordes con el desarrollo de la
tecnología.

Por último, volviendo al cambio climático, creo
que el Gobierno ha conjuntado dos conceptos que
en griego están muy cercanos. Son el Zarsos y el
Zrasos, la audacia y la temeridad. Creo que el
Gobierno, en un tiempo record, ha demostrado ser
audaz. En apenas tres meses tenemos la regulación
que debíamos haber tenido hace años. Y no cree-
mos que hayamos sido temerarios. Creemos que



hemos sido tremendamente respetuosos con la
industria, con los sectores que, a fin de cuentas, cre-
an el bienestar de nuestra sociedad.

Por último, me gusta citar siempre a Arnold J.
Toynbee que resumió en una frase algo que, a mi
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parecer, deja claro el reto que tenemos por delan-
te con el cambio climático. Él decía que aplazar la
realidad no tiene a la larga otra consecuencia que
hacer progresivamente más costoso afrontar lo ine-
vitable. El cambio climático ya hemos visto que es
algo inevitable.




